
2. Administraciones Públicas, Tributarias, y 
Ordenación Económica

1

Desglose por temas • IAC 2020

2. Administraciones Públicas, Tributarias y Ordenación 
Económica
En el desglose de cada tema hemos incluido todo lo que se dice en el Informe Anual sobre ese tema, tanto 
en la materia principal como en otras materias. Asimismo, hemos incluido los artículos de la Revista 
Resumen del Informe Anual que afectan a este tema.

Materia principal	 3
1.1. Administraciones Tributarias, Públicas y Ordenación Económica	 3

1.1.1. Introducción	 3
1.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 4

1.1.2.1. Administraciones Tributarias	 4
1.1.2.1.1. Impuestos cedidos a la Junta de Andalucía	 4
1.1.2.1.2. Tributos Locales	 5

1.1.2.2. Administraciones Publicas y Ordenación Económica	 10
1.1.2.2.1. Administración Electrónica	 10
1.1.2.2.2. Transparencia, Participación Ciudadana y Buena Administración	 13
1.1.2.2.3. Organización, funcionamiento y régimen jurídico de las Entidades Locales	 15
1.1.2.2.4. Servicios municipales	 16
1.1.2.2.5. Comercio e Industria	 17

1.1.3. Actuaciones de oficio, colaboración de las Administraciones y Resoluciones	 20
1.1.3.1. Actuaciones de oficio	 20
1.1.3.2. Colaboración de las Administraciones	 21
1.1.3.3. Resoluciones no aceptadas	 21

Este tema en otras materias	 22
Balance del Defensor	 22
1. Introducción	 22
2. Principales indicadores	 22

2.1. Políticas sociales	 22
2.4. Administración Pública, Tributos y Ordenación Económica	 22

3. Retos ante la COVID-19	 23
3.4. Todo está cerrado. Hacia una administración humanizada e inclusiva en su digitalización	 23

1.4. Educación	 24
1.4.3. Enseñanzas Universitarias	 24

1.4.3.1. La Universidad andaluza ante el reto de la pandemia	 25
1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social	 25

1.5.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 25
1.5.2.6. Quejas relacionadas con el reconocimiento y ejercicio de derechos de los 

empleados públicos	 25
1.5.2.6.2. Del derecho de acceso a las plantillas correctoras de exámenes de procesos 

selectivos	 25
1.5.2.6.4. Acceso a información pública solicitada por un representante sindical a una 

empresa municipal	 26



2. Administraciones Públicas, Tributarias, y 
Ordenación Económica

2

Desglose por temas • IAC 2020

1.6. Igualdad de Género	 27
1.6.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 27

1.6.2.8. Vivienda	 27
1.7. Infancia y Adolescencia	 28

1.7.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 28
1.7.2.8. Acceso de menores a tecnologías de la comunicación e información: Televisión, 

internet, redes sociales	 28
1.11. Salud	 28

1.11.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 28
1.11.2.7. Derechos de los usuarios	 28

1.12. Servicios de Interés General y Consumo	 30
1.12.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 30

1.12.2.1. Servicios de interés general	 30
1.12.2.1.1. Energía	 30

1.13. Sostenibilidad, Medioambiente y Obras Públicas	 31
1.13.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 31

1.13.2.1. Sostenibilidad y Medioambiente	 31
1.13.2.1.6. Aguas	 31

1.15. Vivienda	 32
1.15.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite	 32

1.15.2.3. Ayudas a la vivienda	 32
1.15.2.3.2. Convocatoria 2018 de ayudas al alquiler para personas con ingresos limitados	 32

2. ÁREA DE MEDIACIÓN	 32
2.2. Análisis de las quejas gestionadas a través de la mediación	 32

2.2.1.  Análisis cuantitativo	 32
2.2.1.1. Análisis cuantitativo de los expedientes de quejas de mediación	 32

3. OFICINA DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN A LA CIUDADANÍA	 32
3.3. Análisis cualitativo de las quejas	 32

3.3.1. Administración: ¿Estás ahí? Una administración pública que muchas veces está como 
desaparecida	 32

4. QUEJAS NO ADMITIDAS Y SUS CAUSAS	 34
4.2. De las quejas remitidas a otras instituciones	 34

REVISTA DEL IMFORME ANUAL	 35
05. Atender las quejas	 35

–– La atención ciudadana en el Registro Civil. Atención presencial frente atención no 
presencial en tiempos de pandemia	 35

06. Atención e información ciudadana	 36
–– Mejorar y humanizar los servicios de Información y atención ciudadana	 36

07 Servicio de Mediación	 38
–– Promover la cultura de Paz. Inversión de los modelos de gestión de la confrontación a la 
colaboración, en aras de la Paz social	 38

08. Informes especiales	 39
–– Los 13 retos del Defensor del Pueblo andaluz para afrontar la COVID-19	 39



2. Administraciones Públicas, Tributarias, y 
Ordenación Económica

3

Desglose por temas • IAC 2020

Materia principal
1.1. Administraciones Tributarias, Públicas y Ordenación Económica
1.1.1. Introducción

Damos cuenta en este apartado, de las quejas tramitadas por la Defensoría a lo largo del ejercicio 
2020, afectantes al ejercicio de la potestad tributaria de las Administraciones territoriales y gestión de 
las distintas figuras tributarias y su recaudación, tanto en vía voluntaria, como en vía ejecutiva; así como 
quejas tramitadas sobre los procedimientos recaudatorios de recursos de naturaleza pública como las 
sanciones pecuniarias impuestas por los órganos administrativos públicos.

También, exponemos diversas quejas tramitadas sobre las materias de administración electrónica, 
sobre protección de datos y transparencia; sobre participación ciudadana y, sobre buena administración.

Además, incluimos en este apartado asuntos concernientes a la ordenación de la actividad económica 
en sectores como industria, turismo, comercio, fomento (subvenciones y ayudas), contratación del 
sector público o bienes de titularidad pública.

Por último, incluimos en el presente epígrafe los asuntos concernientes a la organización, funcionamiento 
y régimen jurídico de las Entidades Locales de Andalucía, tratando principalmente las quejas que 
recibimos sobre cuestiones atinentes a la supervisión y control externo de los actos o procedimientos 
administrativos de las mismas y, sobre demarcación municipal y entidades locales autónomas, así como 
a la prestación de servicios locales.

Dada la amplitud del objeto del análisis que se acomete destacamos: el derecho a la protección de 
datos de carácter personal; a la participación; al acceso a la información; a la buena administración así 
como el derecho a disponer de un sistema tributario justo.

Como novedades en la normativa autonómica afectante a las materias que referimos en el presente 
apartado, publicadas en 2020, señalamos las siguientes:

- Decreto-Ley 2/2020, de 9 de marzo, del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, de mejora y 
simplificación de la regulación para el fomento de la actividad productiva de Andalucía (publicado en el 
Boja, Boletín Extraordinario número 4, de 12 de marzo de 2020).

- Decreto 60/2020, de 29 de abril, por el que se regula la organización, el funcionamiento y el régimen 
jurídico del Tribunal Económico-Administrativo de la Junta de Andalucía. (Boja número 85 de 6 de mayo 
de 2020)

Este decreto tiene como objeto la regulación de la organización, competencias, funcionamiento y 
régimen jurídico del Tribunal Económico-Administrativo de la Junta de Andalucía. Es un órgano colegiado 
competente para conocer de las reclamaciones económico-administrativas, recursos extraordinarios de 
revisión y rectificación de errores . Tendrá su sede en Sevilla, actuará con independencia funcional en 
el ejercicio de sus competencias y quedará adscrito a la Dirección General competente en materia de 
tributos.

- Ley 3/2020, de 28 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el 
año 2021 (publicada en el Boja 251, de 31 de Diciembre de 2020).

Al margen de las novedades normativas producidas en el Ordenamiento jurídico público administrativo 
y tributario durante el pasado año 2020, debemos hacer referencia a la publicación de la Sentencia 
del Tribunal Supremo 1689/2020, de 9 de diciembre de 2020 (de la Sala Tercera, de lo Contencioso-
administrativo, Sección 2ª), que en la línea de perfilar la legalidad constitucional de los diversos 
preceptos del Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en relación con el régimen jurídico del Impuesto por plusvalía, 
concluye en los siguientes términos «Resulta contraria a Derecho –por implicar un claro alcance 
confiscatorio- una liquidación del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana que, aplicando los artículos correspondientes de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
establezca una cuota impositiva que coincida con el incremento de valor puesto de manifiesto como 
consecuencia de la transmisión del terreno, esto es, que absorba la totalidad de la riqueza gravable» .
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1.1.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.1.2.1. Administraciones Tributarias

1.1.2.1.1. Impuestos cedidos a la Junta de Andalucía
La queja 19/7138, promovida a instancia de parte sobre liquidación por el Impuesto de Sucesiones y 

Donaciones (ISD) que le había realizado la Gerencia Provincial de la Agencia Tributaria de Andalucía en 
Málaga, tras recibir en herencia un bien inmueble (vivienda), de persona con la que tenía relación de 
parentesco colateral, y respecto de la cual la interesada quedaría encuadrada en el Grupo III, de los 
previstos en el artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, reguladora del impuesto.

Exponía que había ido pagando las fracciones concedidas del impuesto, si bien se vio imposibilitada para 
seguir afrontando el pago pendiente por un total de 3.200 euros, al carecer de trabajo y de ingresos o 
rendimientos económicos.

Manifestaba que su voluntad era pagar, pero que dada su situación, solicitó en fecha 17 de enero de 
2020 la suspensión de los pagos pendientes, alegando que tenía pendiente de resolver una ayuda de los 
Servicios Sociales de Marbella, municipio en el que residía, pero aún así esa ayuda sería insuficiente para 
cumplir su obligación de pago, por lo que había solicitado un nuevo fraccionamiento.

Admitida a trámite la queja se solicitó informe a la Agencia tributaria autonómica, considerando que 
dada la situación que nos describía la interesada resultaba susceptible que el expediente se finalizara 
mediante embargo de bienes de su patrimonio, que en aquellos momentos estimábamos que no era otro 
que el de la vivienda heredada en la que residía, con lo que de realizarse la ejecución sobre el referido 
bien, se la dejaría en una situación social más delicada aún.

En la respuesta recibida el 2 de marzo de 2020 se nos trasladaba que se había dado respuesta a la 
interesada (pendiente de notificación), y que de conformidad con lo establecido en Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, la condonación de deudas y sanciones tributarias y la concesión de 
moratorias y quitas, solo pueden realizarse en los casos que se determinen expresamente por Ley, por lo 
que no podían acceder a su pretensión.

Dado que era solicitante de atención por parte de los Servicios Sociales municipales y por concurrir 
circunstancias excepcionales derivadas de la declaración del estado de alarma sanitaria, con suspensión 
de las actividades económicas y comerciales, se solicitó nuevo informe.

De conformidad con los antecedentes que concurrían y las respuestas dadas por el órgano 
administrativo, formulamos Sugerencia instando a la Administración tributaria para que procediera a 
conceder el aplazamiento o fraccionamiento solicitados por la interesada –al menos durante la situación 
de excepcionalidad en que estábamos- y, subsidiariamente, a aprobar en el expediente referido las 
medidas y actuaciones tendentes al reconocimiento de la situación provisional de insolvencia y fallido de 
la contribuyente y, la declaración de incobrables de créditos en favor de la Administración.

Recibida la respuesta de la Agencia Tributaria de Andalucía, la misma rechazaba actuar conforme a los 
planteamientos indicados en la Sugerencia pues consideraban que la interesada no reunía los requisitos 
que establece la normativa tributaria para que se le concediera un nuevo aplazamiento y fraccionamientos 
de la deuda, ya concedidos en fecha 5 de julio de 2018.

Por otra parte y, respecto a la instada consideración del crédito como incobrable, en atención a que su 
único bien patrimonial era la vivienda objeto tributario del ISD, la Agencia Tributaria respondía:

“Respecto a dicha sugerencia cabe manifestar que el artículo 61 del Real Decreto 939/2005, de 29 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación -concepto de deudor fallido y de 
crédito incobrable-, establece: “1. Se considerarán fallidos aquellos obligados al pago respecto de los 
cuales se ignore la existencia de bienes o derechos embargables o realizables para el cobro del débito. 
[...]. Asimismo, se considerará fallido por insolvencia parcial el deudor cuyo patrimonio embargable o 
realizable conocido tan solo alcance a cubrir una parte de la deuda. [...].”
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A la vista de lo anterior se concluye que la persona presentadora de la queja tampoco reúne los requisitos 
establecidos por la normativa tributaria para su consideración como deudora fallida, al disponer de 
bienes realizables suficientes para cubrir el importe de su deuda “

La respuesta recibida de la Agencia tributaria suponía una discrepancia técnica respecto de nuestra 
Resolución, al entender que la interesada contaba con bienes patrimoniales suficientes sobre los que 
ejecutar el crédito y materializar el embargo; razón por la que procedimos al cierre de las actuaciones y a 
su reseña en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

1.1.2.1.2. Tributos Locales

1.1.2.1.2.1. Gestión de Tributos y otros recursos públicos locales; bonificaciones beneficios y exenciones 
en las Ordenanzas Fiscales municipales

En la queja 19/6594 promovida a instancia de parte respecto a la Agencia Tributaria Municipal de Sevilla, 
la persona nos describía que estaba atravesando una difícil situación económica, tiene más de 55 años, 
no tiene vivienda, y, estando en situación de desempleo, carece de recursos, habitando en un vehículo de 
su propiedad estacionado en la vía pública. Según nos acredita ha recibido providencia de apremio por 
impago de diversas sanciones de tráfico urbano; razón por la que dada su situación económica y estado de 
necesidad solicitó fraccionamiento de pago de las cantidades adeudadas al Ayuntamiento.

No obstante, como su situación económica no había mejorado, solicitaba nuestra intervención y nos 
interesó que planteáramos al Ayuntamiento de Sevilla su insolvencia transitoria, que le dificultaba e 
impedía hacer frente a las obligaciones de pago pendientes con la Agencia, a consecuencia de multas por 
tráfico urbano.

La alegada situación de necesidad socio-económica iba a determinar el tratamiento de la misma por 
nuestra parte, desde la perspectiva o punto de vista de las afecciones a cuestiones de legalidad y justicia 
tributaria y recaudatoria de recursos públicos, que harían necesaria una actuación de los órganos 
municipales de gestión y recaudación más acorde con los principios contenidos en el artículo 31 de la 
Constitución Española, en el desempeño de tales competencias y potestades gestoras.

Tal precepto constitucional, en su apartado primero dispone que “todos contribuirán al sostenimiento 
de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica, mediante un sistema tributario justo 
inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio”.

Planteamos a la Agencia Tributaria municipal la conveniencia de tratar la situación personal del obligado 
al pago cuyo importe ascendía a 823,10 euros, en consonancia con la Resolución de posicionamiento en el 
contexto de la queja de oficio 17/0026 sobre la declaración de insolvencia provisional. Unas actuaciones 
en las que habíamos formulado con alcance general, Sugerencia instando a los Ayuntamientos andaluces 
que procedieran a aprobar modificación de su Ordenanza General en la materia incluyendo las medidas 
y procedimientos tendentes al reconocimiento de la situación provisional de insolvencia y fallido en los 
casos en que se constate la inexistencia de bienes y créditos embargables o que el único bien realizable 
fuese la vivienda habitual de la persona contribuyente apremiado.

La Agencia Tributaria municipal nos respondía que debía seguir el procedimiento de apremio 
reglamentariamente establecido en caso de impago de los fraccionamientos, informando que a la fecha 
de la formulación de la queja, aún no se habían producido los supuestos de hecho necesarios para la 
aplicación del procedimiento.

Por otra parte, en relación con la declaración de insolvencia o fallido provisional, la Agencia Tributaria 
municipal nos manifestó que en fecha 18 de octubre de 2018 se aprobó la instrucción por la que se 
regulaba el procedimiento administrativo para la Declaración de fallidos.

Añadiendo sobre el caso concreto planteado: “... no puede realizarse la declaración de fallido dado que 
no se cumple con los criterios y requisitos establecidos en la citada Instrucción, es decir para proceder 
a la declaración de fallido, deberán realizarse sobre la deuda, por parte de la Administración, todas las 
actuaciones (con carácter negativo) en las distintas fases del procedimiento de embargo.”

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/valoramos-la-declaracion-de-insolvencia-provisional-fallidos-provisionales
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Tras diversas peticiones y alegaciones del interesado instando la continuación del procedimiento, 
solicitamos nuevamente informe al Ayuntamiento (Agencia Tributaria), sobre la posible declaración de 
insolvencia del interesado, y que se nos aportara la documentación oportuna para el esclarecimiento del 
asunto en cuestión; asimismo interesamos la necesidad de resolver expresamente, sin más dilaciones, el 
escrito de solicitud de fraccionamiento/aplazamiento que había presentado el interesado en septiembre.

Nuevamente, la Agencia Tributaria, nos informaba que consultados los datos obrantes y el expediente 
del contribuyente, resultaba que este había solicitado un total de 6 fraccionamientos; añadiendo al 
respecto: “La presentación de nuevas solicitudes de fraccionamiento o aplazamiento que previamente 
se han incumplido, se resolverán denegándose dichas solicitudes motivando la causa de denegación en 
anteriores y reiterados incumplimientos”.

El informe nuevamente emitido por la Agencia nos hacía pensar que la misma continuaba la tramitación 
del procedimiento de apremio y embargo de bienes al contribuyente para saldar la deuda, sin instruir la 
declaración de fallido.

Por ello, se ha formulado Sugerencia en el sentido de que se adopten las medidas tendentes al 
reconocimiento de la situación provisional de insolvencia y fallido del contribuyente que promovió las 
presentes actuaciones, paralizando la gestión recaudatoria en los términos y en la forma antes expuestos, 
dada la situación de necesidad socio -económica del interesado, constatada en la información emitida por 
la Administración, dados los reiterados incumplimientos en los fraccionamientos concedidos, que pese a 
su voluntad de pagar, no puede afrontar el interesado.

Añadíamos Sugerencia en el sentido de que por los Servicios Sociales municipales, se adopten las medidas 
necesarias para realizar un informe de la situación socio-económica del promovente de la queja (y unidad 
familiar si la hubiere) y un seguimiento de las necesidades socio-económicas.

1.1.2.1.2.2. El Impuesto sobre Bienes Inmuebles
En el ejercicio de 2020, finalizamos la tramitación de varias quejas referidas a la no devolución de ingresos 

indebidos por parte de los órganos de recaudación.
Así la queja 19/1963, iniciada a instancia de un matrimonio, que nos exponía que el Patronato de 

Recaudación Provincial de Málaga les cobró cantidades en concepto de recibos del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles (IBI) de los años 2016 y 2017, en base a un valor catastral que habría sido alterado por 
Resolución de la Gerencia Territorial del Catastro Inmobiliario, con efectos de 17 de febrero de 2016 y 
que solicitaron devolución de ingresos indebidos, sin que a la fecha de presentación de la queja ante el 
Defensor del Pueblo Andaluz, hubieren recibido respuesta alguna.

Así mismo, finalizamos también la tramitación de la queja 19/2360, iniciada a instancia de parte, en la 
que el interesado exponía -al igual que en la queja anterior- que el Patronato de Recaudación Provincial de 
Málaga, aceptó alteración de valor catastral de viviendas, sitas en el municipio de Cuevas de San Marcos y 
que, a pesar de la resolución de la Gerencia Territorial del Catastro aún no se había modificado el importe 
de los recibos de IBI, ni se le había devuelto cantidad alguna como ingresos indebidos, correspondientes 
a los ejercicios a los que afectó la modificación.

En ambos expedientes y ante la falta de respuesta inicial a nuestras peticiones de colaboración, 
formulamos Recordatorio del deber legal de resolver expresamente los escritos presentados por los/
as contribuyentes, sintetizando en el mismo, como se puede comprobar por ejemplo en el enlace de la 
Resolución de esta última queja, al ser ambas idénticas.

En el referido Recordatorio formulado al Patronato de Recaudación Provincial extractamos, la 
fundamentación legal y jurisprudencial, sobre la necesidad de resolver expresamente que tienen las 
Administraciones Tributarias. E igualmente resaltábamos la necesidad de facilitar respuesta a las personas 
contribuyentes por el derecho que ostentan las mismas a una buena administración, en consonancia con 
los principios rectores de la actuación administrativa y de gestión tributaria.

Por parte del Patronato, en ambos expedientes de queja se nos respondía aceptando nuestra Resolución 
y facilitando respuesta expresa a los/las contribuyentes, por lo que procedimos al cierre de ambas quejas.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/deben-responder-a-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-formulada-hace-casi-un-ano
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-administracion-le-respondera-a-su-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-ibi
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-atiendan-la-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-ibi
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También debemos incluir la queja 19/2238, referida a solicitud de devolución de ingresos indebidos 
pagados en concepto de IBI, en la que la interesada exponía que con fecha 18 de marzo de 2018 presentó 
solicitud al Patronato de Recaudación de Málaga, en relación la devolución de la cantidad cobrada de más 
en los años 2016 y 2017 de IBI, por haber pasado el inmueble a la calificación de rústica y reducirse el 
valor catastral del mismo. Añadía que a pesar del tiempo transcurrido, aún no había recibido respuesta a 
su solicitud.

Dimos a la queja referida el mismo tratamiento que a las anteriormente señaladas, formulando Resolución 
en la que se incluyó Recordatorio y Recomendación del deber de contestar expresamente la solicitud 
referida, aceptando el Patronato nuestra Resolución y, accediendo además a la devolución de ingresos 
indebidos solicitada; por lo que procedimos al cierre de la queja .

1.1.2.1.2.3. El Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana
En años anteriores, esta figura impositiva voluntaria generó en su establecimiento, gestión y recaudación 

gran controversia y abundante carga de trabajo tanto para las Administraciones de gestión tributaria como 
para las de gestión recaudatoria y, en esta Oficina del Defensor del Pueblo en cuanto a Institución de control 
y supervisión de tales Administraciones, en las quejas formuladas por la ciudadanía en la tramitación de 
los procedimientos relativos al Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana (IIVTNU).

A tales efectos esta Institución, publicó un comunicado, con la finalidad de atender e informar a los/
las contribuyentes de la manera más amplia posible y con alcance general respecto de las obligaciones 
y derechos que dimanan de este tan importante como controvertido Impuesto Local, que pese a 
ser de naturaleza voluntaria, es el único que cuenta con referencia expresa en nuestro Ordenamiento 
Constitucional.

Así, el artículo 47, in fine, de la Carta Magna, establece de forma palmaria: “... La comunidad participará 
en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos”

Por si fuere necesario efectuar consideraciones complementarias para aclarar el posicionamiento de 
esta Institución respecto de la ardua controversia jurídica surgida al respecto, deseamos añadir que la 
Sentencia del Tribunal Constitucional la STC 59/2017, de 11 de mayo, reconoce, expresamente y con 
alcance general, la constitucionalidad del Impuesto de Plusvalía (IIVTNU) y del sistema de estimación 
objetiva para el cálculo de la base imponible que establece el citado Texto de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales (artículo 107.1 y 2.a) y, la prohibición de atribuir otros valores, bases o cuotas diferentes, 
a las que establece la citada Disposición Legal (artículo 110.4 del Texto Refundido citado).

Y solo en la medida que estos artículos no excluyan de la obligación de tributar aquellos supuestos en los 
que no se hubiere generado el incremento real del valor de los terrenos, es decir, solo cuando se sometan 
al Impuesto situaciones en las que no exista o se produzca incremento de valor, cabría predicar la nulidad 
de los actos de gestión tributaria, por contravenir el principio constitucional de capacidad económica.

Por contra, como se desprende claramente de la interpretación del Alto Tribunal en la Sentencia comentada, 
el articulo 110.4 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, adolece de inconstitucionalidad total, 
pues según la STC 59/2017 “no permite acreditar un resultado diferente al resultante de la aplicación de 
las reglas de valoración que contiene”, o, dicho de otro modo, porque “impide a los sujetos pasivos que 
puedan acreditar la existencia de una situación inexpresiva de capacidad económica”

La nulidad total de dicho precepto, precisamente, es la que posibilita que los obligados tributarios puedan 
probar, desde la publicación de la STC 59/2017, la inexistencia de un aumento del valor del terreno ante 
la Administración municipal en vía administrativa o, en su caso, en sede jurisdiccional y, en caso contrario, 
es la que habilita la plena aplicación de los artículos 107.1 y 107.2 a)”

Respecto a la carga de la prueba, el Tribunal Supremo en Sentencia 1163/2018, de 9 de julio, dictada en 
casación, determina que “corresponde al sujeto pasivo del IIVTNU probar la inexistencia de una plusvalía 
real conforme a las normas generales sobre la carga de la prueba previstas en la Ley 58/2003 General 
Tributaria”.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/resuelven-favorablemente-la-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-el-impuesto-de-bienes
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-respondan-a-su-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-el-ibi
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/como-nos-afectan-las-recientes-sentencias-del-impuesto-sobre-plusvalias
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Para ello puede aportar “cualquier principio de prueba, que al menos indiciariamente le permita 
apreciarla, como es la diferencia entre el valor de adquisición y el de transmisión que se refleja en las 
correspondientes escrituras públicas” al que atribuye el mismo valor probatorio que el que se atribuye 
a efectos del Impuesto sobre Transmisiones, o bien, optar por una prueba pericial o por cualquier otro 
medio admitido en derecho”.

Finalmente hemos de añadir que, aportada la prueba indiciaria o la pericial, “deberá ser la Administración 
la que pruebe en contra de dichas pretensiones para poder aplicar los preceptos del TRLHL”. Contra el 
resultado de la valoración de la prueba efectuada por la Administración en el seno del procedimiento 
tributario correspondiente, el obligado tributario dispondrá de los medios de defensa que se le reconocen 
en vía administrativa y, posteriormente, en sede judicial.

En los expedientes de queja tratados por falta de respuesta al recurso/reclamación y solicitudes de 
devolución de ingresos indebidos, a consecuencia de autoliquidaciones/liquidaciones en concepto de 
IIVTNU, el Defensor del Pueblo Andaluz, tras realizar las pertinentes admisiones a trámite y formular 
nuestras peticiones de colaboración y de información, interesaba además la resolución expresa en los 
respectivos expedientes administrativos por parte de los organismos de gestión y recaudación de los 
tributos y locales.

En la queja 19/4778 la interesada relataba que tras presentar ante la Oficina de Recaudación del 
Ayuntamiento de Roquetas de Mar, liquidación del impuesto de plusvalía, aportó en la misma fecha, una 
solicitud de devolución de ingresos indebidos, dado que se trataba de un supuesto de no sujeción, en 
tanto que no hubo incremento de patrimonio con motivo de la compraventa, sino que muy al contrario, 
fue un supuesto de venta a pérdidas.

Además, afirmaba que no había obtenido respuesta, pese a 
haber aportado certificados e informes técnicos de valoración 
del bien referidos a la fecha de adquisición y escritura de 
compraventa con el valor al momento de la transmisión.

Las diferentes actuaciones en el curso de este expediente nos 
han permitido analizar la situación planteada en la queja y, tras 
diversos trámites hemos considerado procedente emitir un 
pronunciamiento formal como Resolución, según establece el 
artículo 29.1 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, reguladora del 
Defensor del Pueblo Andaluz.

La materia tratada viene a coincidir con otras quejas presentadas 
ante la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz por una 
variedad de contribuyentes afectados igualmente, en sus derechos 
tributarios por los contenidos de los importantes cambios 
determinados por la doctrina interpretativa jurisprudencial en 
relación con el IIVTNU.

La respuesta del Ayuntamiento de Roquetas de Mar no se hizo esperar y concluyó aceptando la Resolución 
formulada, razón por la cual procedimos al cierre de las actuaciones de la queja.

En la queja 19/2355, promovida a instancia de parte el matrimonio interesado exponía que en fecha 2 
de junio de 2017 formularon recurso, por conducto del Ayuntamiento de Estepona, contra liquidación de 
fecha 30 de noviembre de 2015 que en concepto de IIVTNU le había realizado el Patronato de Recaudación 
Provincial de Málaga, instando la devolución de ingresos indebidos, por considerar que en la transmisión 
gravada no se produjo el incremento de valor según acreditaban mediante las copias de las escrituras de 
adquisición y de transmisión habidas.

La Agencia provincial tras recibir nuestra Resolución resolvió expresamente, pero desestimando el recurso 
que habían formulado las personas interesadas, por el siguiente motivo: “...Por tanto, de la comprobación 
administrativa efectuada, se determina el valor del terreno en el momento de su adquisición y transmisión, 
resultando acreditado un incremento del valor del terreno, por lo que cabe concluir que estamos ante un 
supuesto de sujeción al IIVTNU, por ello las liquidaciones impugnadas, resultan conformes a derecho”

“La resolución expresa 
en los respectivos 
expedientes 
administrativos 
por parte de los 
organismos de gestión 
y recaudación de los 
tributos y locales”

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-le-responda-a-su-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-la-plusvalia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-le-responda-a-su-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-la-plusvalia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-respuesta-a-reclamacion-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-plusvalia
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La queja 19/3356, iniciada por Facua - Málaga que en nombre de su asociado formuló reclamación el 
8 de octubre de 2018, ante el Ayuntamiento de Torremolinos, en la que en síntesis se indicaba que, por 
parte de su representado, se había adquirido el 26 de enero de 2007 un inmueble valorado en 152.000 
euros y posteriormente, el 20 de septiembre de 2018, lo vendió por un importe de 125.000 euros.

Aportando como prueba al respecto del decremento habido, copia de escritura. Añadía en su reclamación 
que además solicitó el reintegro de los ingresos indebidos, obtenidos como resultado de la autolíquidación 
abonada en concepto de IVTNU. Y finalizaba manifestando que a pesar de haber transcurrido el plazo 
legalmente establecido para resolver el procedimiento iniciado, no había recibido notificación alguna.

Formulamos Resolución en las actuaciones indicadas, que fueron aceptadas por la Administración de 
gestión tributaria concernida, razón por la que procedimos al cierre de la queja.

En la queja 19/2084, se trasladaba que se había presentado reclamación ante la Agencia de gestión 
tributaria del Ayuntamiento de Málaga (GESTRISAM) solicitando el reembolso del ingreso realizado por el 
Impuesto sobre el IIVTNU, sin que hasta la fecha de la queja hubiere recibido respuesta. Tras la tramitación 
del expediente se formuló Resolución que la Agencia municipal aceptó parcialmente, motivo por el que 
evaluamos sus alegaciones y respuesta como discrepancia técnica, procediendo al cierre de la queja y a la 
reseña de la misma en el Informe Anual al Parlamento.

1.1.2.1.2.4. Tasas y Precios Públicos Locales
Tratamos en el ejercicio de 2020, quejas relativas a tasas por la prestación de servicios municipales como 

la recogida de residuos sólidos urbanos, como por ejemplo la queja 19/4430, en la que el interesado nos 
trasladaba que el Ayuntamiento de Cártama (Málaga) le intenta cobrar la tasa de basura de este año y 
años anteriores no habiendo ningún contenedor cercano y estando el más próximo ubicado a más de 1km.

Por tal motivo había presentado escrito en fecha 9 de agosto de 2019, solicitando que al no haber ningún 
elemento del servicio instalado cerca de su vivienda rural, no se aplicara la Ordenanza reguladora de la 
tasa.

Admitimos a trámite la queja y solicitamos al Ayuntamiento información relativa a las previsiones 
establecidas en las Ordenanzas municipales sobre el establecimiento del servicio y la instalación y 
ubicación de contenedores, así como sobre reducciones o bonificaciones en la cuota de la tasa, para zonas 
de diseminado en las que la distancia a los contenedores sea mayor a la existente en el casco urbano.

El Ayuntamiento nos respondió, que la cuota de la tasa se había establecido ya para todo el año natural 
y, que no podían reducirla a mitad del ejercicio.

El Defensor del Pueblo Andaluz, a la vista de la información recibida, formuló Resolución en el sentido 
de que se modificare la Ordenanza Fiscal reguladora de la tasa de recogida de residuos sólidos urbanos, 
implantando -previa valoración y cálculo económicos- una cuota diferenciada -más reducida y acorde a 
cada situación- en atención a las dificultades singulares referidas para los usuarios del servicio en zonas 
rurales del término municipal.

Con planteamientos similares recibimos la queja 19/4984, promovida a instancia de parte sobre el 
Ayuntamiento de Almogía (Málaga), en la que la persona planteaba una situación de hecho similar respecto 
de la referida tasa y su cuantía, así como sobre la insuficiencia de medios materiales del servicio en las 
zonas rurales y diseminados del municipio. Por, tal motivo formulamos idéntica Resolución que en la queja 
anteriormente expuesta.

Finalmente debemos reseñar en el presente epígrafe del Informe Anual la queja 20/1329, promovida a 
instancia de parte respecto de la Mancomunidad de Servicios La Vega ( Burguillos-Sevilla); en la que el 
interesado nos comunicaba que con fecha 6 de febrero de 2020, había dirigido solicitud de devolución a 
la Mancomunidad, ante las reclamaciones que le viene efectuando esta por una serie de tasas de recogida 
de residuos y demás impuestos municipales de 2013 a 2015, ejercicios en los que ya el interesado no 
era propietario de la vivienda objeto de los tributos. Afirmaba que le habían efectuado una retención por 
embargo en cuenta y que pese a su solicitud de devolución de ingresos indebidos le manifestaron que 
tardarían un año en resolver la misma.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/instamos-a-que-se-responda-a-su-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-plusvalias
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/deben-resolverse-en-tiempo-y-forma-las-reclamaciones-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-iivtnu
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-quieren-cobrar-tasa-de-basura-por-un-contenedor-a-un-kilometro-pedimos-un-cuota-reducida
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/necesita-respuesta-urgente-a-su-solicitud-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por-cobro-de-impuestos
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Admitida a trámite la queja y solicitado el correspondiente informe al Organismo indicado, formulábamos 
Resolución, con los fundamentos legales y jurisprudenciales. Concluyendo la misma con el consiguiente 
Recordatorio de los Deberes Legales de cumplir aquellos preceptos y Recomendación concretada en la 
necesidad de dar respuesta, a la mayor brevedad posible, a los escritos presentados por la parte afectada 
con fecha 6 de febrero de 2020.

1.1.2.2. Administraciones Publicas y Ordenación Económica

1.1.2.2.1. Administración Electrónica
En el informe extraordinario presentado al Parlamento de Andalucía, bajo la denominación “Derechos 

de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera ola de la pandemia” dejamos constancia de las quejas que 
nos plantearon los ciudadanos sobre incidencias surgidas en relación al proceso de plena implantación y 
funcionamiento de la administración electrónica en la Junta de Andalucía.

En esta segunda y tercera ola de la pandemia, para contener la propagación de infecciones causadas por 
el SARS-CoV-2 persiste la importancia de la plena implantación y funcionamiento de la administración 
electrónica.

Las administraciones aun cuando han mantenido su actividad y la prestación de los servicios públicos 
básicos y esenciales, gracias a la utilización de medios telemáticos, también han evidenciado las carencias y 
disfunciones que todavía presenta el desarrollo de la e-administración en la Comunidad Autónoma. Prueba de 
ello han sido las numerosas quejas recibidas de personas desesperadas ante las dificultades que encontraban 
para realizar gestiones y trámites con las administraciones públicas a través de las vías telemáticas habilitadas 
por las mismas.

Referíamos en aquel informe las principales incidencias habidas al respecto del establecimiento y 
funcionamiento de la e-administración en la comunidad autónoma: “Procedimientos aparentemente 
sencillos, adquirían gran complejidad por estar mal diseñados y peor explicados; trámites que exigían 
la aportación de documentos que no estaban al alcance de una población confinada en sus domicilios; 
peticiones de datos que ya obraban en poder de la administración y resultaban de difícil o imposible 
aportación para el solicitante; instrucciones para la realización de trámites redactadas con un lenguaje 
difícil de entender para el ciudadano medio e, inextricable para muchas de las personas vulnerables a 
las que iban dirigidas; recurso generalizado a las “declaraciones responsables” como medio de suplir la 
incapacidad de la administración para acceder a información y datos que debían obrar en su poder o en 
el de otras administraciones; personas vulnerables obligadas a firmar declaraciones responsables para 
acceder a prestaciones que necesitaban imperiosamente sin entender bien ni el contenido de lo firmado 
ni el alcance de la responsabilidad asumida…

Han sido muchas las quejas recibidas por el mal funcionamiento de una administración electrónica que se 
ha revelado ineficiente y poco accesible, pero de todas las reclamaciones recibidas las mas repetidas han 
sido las que denunciaban la inexistencia de canales de atención al público que ayudaran a solventar las 
muchas complejidades de la tramitación telemática y las que denunciaban la imposibilidad de acceder a 
información sobre el estado de tramitación de las solicitudes presentadas o de los procedimientos en curso.

Resultó palmario y evidente que los servicios de información y atención ciudadana de las administraciones 
públicas andaluzas han funcionado de forma deficiente y no han aportado a la ciudadanía esa ayuda que 
precisaban para solventar las dificultades de una administración electrónica compleja”.

En el ámbito normativo de Andalucía, fue promulgado -como desarrollo de la normativa estatal básica- el 
Decreto 622/2019, de 27 de diciembre, de administración electrónica, simplificación de procedimientos y 
racionalización organizativa de la Junta de Andalucía.

Un Decreto que además de desarrollar los aspectos básicos establecidos por las leyes de procedimiento 
administrativo y de régimen jurídico del sector público, y a pesar de que algunos de los aspectos 
más relevantes no tienen fijado la fecha de su plena aplicación, facilita a la ciudadanía el acceso a la 
administración electrónica de manera sencilla y garantizando sus derechos.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia


2. Administraciones Públicas, Tributarias, y 
Ordenación Económica

11

Desglose por temas • IAC 2020

Así, se han puesto en marcha instrumentos como las sedes electrónicas, los puntos de acceso electrónico, 
los medios de identificación y firma electrónicas, el registro electrónico, los medios electrónicos en el 
procedimiento y la gestión documental, y la Carpeta Ciudadana.

Consideramos que en los momentos actuales, marcados por las constantes medidas excepcionales y 
temporales determinadas en todos los sectores de actividad, en aras de la protección de la salud pública, 
se produce una fuerte demanda de la ciudadanía en cuanto a la prestación de servicios de la administración 
electrónica, lo que evidencian las quejas que recibimos trasladándonos los problemas referidos al acceso 
a los registros electrónicos o en cuestiones de tramitación de procedimientos.

Estas medidas, ayudarán a hacer efectivo el derecho de todas las personas a acceder en condiciones de 
igualdad, asequibilidad y universalidad a los servicios de la sociedad digital, que venimos propugnando.

Para hacer realidad y facilitar la plena implantación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público es necesario que la Administración del Estado adopte las medidas de planificación 
e impulso y coordinación interadministrativa.

La tramitación electrónica debe constituir la actuación habitual de las administraciones en sus múltiples 
vertientes de gestión interna, de relación con los ciudadanos y de relación de aquellas entre sí; para lo que es 
necesario implementar los servicios comunes, infraestructuras y otras soluciones tecnológicas que respondan 
a las múltiples previsiones realizadas acerca del uso de los medios electrónicos.

Pese a ello, son conocidos los distintos aplazamientos respecto de la entrada en vigor de la normativa básica 
estatal en su vertiente electrónica y de la plena efectividad de las normas de procedimiento electrónico.

Lo que evidencia que no es una tarea sencilla la plena transformación de las Administraciones Públicas en 
administración electrónica integral e interconectada, situación que contribuiría a facilitar en mayor medida 
si cabe la relación con la ciudadanía y, a aumentar la transparencia, desde el respeto mutuo de la respectiva 
autonomía y ámbito competencial y, articulando aquel funcionamiento sobre la base de los principios de 
colaboración, cooperación y coordinación interadministrativas.

A modo de ilustrar los diferentes problemas planteados por los administrados traemos a colación algunas 
de las quejas relacionadas con la situación antes expuesta:

• Queja 20/3862, en que nos exponen que en diversas ocasiones ha intentado la presentación de 
escritos y documentos en forma electrónica, ante los Registros establecidos por la Administración 
de la Junta de Andalucía. El funcionamiento de los mismos se había mostrado “inestable y, con 
continuos bloqueos que obligan a hacer el trámite de presentación varías veces hasta que funcione”. 
Tan defectuoso funcionamiento, según el interesado manifestaba: “genera angustia”, (sic) “ porque 
no hay garantía de poder presentar los documentos y escritos en los plazos señalados”.

• Queja 20/3865, el interesado consideraba mal funcionamiento 
de la sede electrónica de la Junta de Andalucía y planteaba 
“Soy creador de cultura, (y) después de preparar durante días 
una documentación exhaustiva, me encuentro en reiteradas 
ocasiones que el sistema informático de ventanilla no funciona 
o funciona mal. No es la primera vez que tengo usar este medio 
en los últimos años, y es difícil cumplir con unos plazos de 
presentación porque la ventanilla no funciona correctamente”.

• Queja 20/4124, en el que el promovente, participante en 
la Bolsa única común de la Junta de Andalucía nos exponía 
diversas dificultades que había sufrido en el procedimiento 
de inscripción. Así, denunciaba que: (…) quiso introducir una 
aplicación de autofirma electrónica llamada AutoFirmaJA que 
daba constantemente fallos, hasta el punto de tener que volver a 
instalar AutoFirma de la Administración General del Estado, con 

la que pude finalizar -a duras penas- los trámites dentro de la plataforma habilitada al efecto en la web 
del Empleado Público de la Administración Andaluza. Los continuos fallos al intentar utilizar la Carpeta 

“La Bolsa única 
común de la Junta de 
Andalucía nos exponía 
diversas dificultades 
que había sufrido en 
el procedimiento de 
inscripción”
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Ciudadana de la Junta de Andalucía para ver mis expedientes y trámites, o los más recientes intentos 
de comunicar estos errores continuos al titular de la Consejería de Hacienda, Industria y Energía cuya 
presentación electrónica tampoco pude finalizar desde la Presentación Electrónica General de la Junta de 
Andalucía (...)”.

• Queja 20/4905, la interesada nos informaba que: “El día 21 de julio pedí cita para la validación del 
certificado electrónico, para poder gestionar alegación a la Bolsa de empleo única, a la que me 
inscribí, y cuyo plazo de alegación terminaba el día 31 a las 24 horas. Me dieron cita para el mismo 
día 31 a las 13,33 horas; pero cual fue mi sorpresa, cuando acudí a la cita en el Instituto Andaluz 
de Juventud, el trabajador que había allí me dijo que no podía atenderme porque el responsable de 
la verificación de certificados estaba de vacaciones.”

Tras la admisión a trámite de las quejas anteriormente reseñadas, la Institución formuló a la Dirección 
General de Transformación Digital, (Consejería de Hacienda Industria y Energía, competente al momento 
de iniciación de las quejas), que nos informe sobre las actuaciones y medidas que, en ejercicio de las 
competencias que a esa Dirección General asigna el Decreto 101/2019, de 12 de febrero, por el que se 
regula la estructura orgánica de la Consejería de Hacienda, Industria y Energía , esté llevando a cabo para:

• “Implantar y garantizar la universalización de la administración electrónica y, de los derechos 
de la ciudadanía con plena observancia de los principios de legalidad y reserva de ley; igualdad 
y neutralidad tecnológicas; interoperabilidad; cooperación; protección de datos; seguridad; 
transparencia; etc.

• Implementar en la relación jurídico administrativa, los medios instrumentales como: las sedes 
electrónicas, la firma digital e instrumentos para la plena incorporación de la misma como la 
Carpeta Ciudadana; Registros electrónicos y Registros de apoderamiento; puntos de acceso 
electrónico general.”

La rápida respuesta del órgano directivo referido nos informaba que:
“... en relación con las competencias descritas sobre coordinación de las políticas de administración 

electrónica en el articulo 8 del Decreto 101/2019 de 12 de febrero, está realizando acciones para dar 
cumplimiento a las Leyes 39 y 40 de 1 de octubre de 2015, así como al Decreto 622/2019, de 27 de 
diciembre, de administración electrónica, simplificación de procedimientos y racionalización organizativa 
de la Junta de Andalucía.

En particular se realizan tareas como el desarrollo de forma centralizada de una serie de sistemas 
de información que se ponen a disposición de las consejerías y organismos adscritos para su uso e 
implantación.

Se está trabajando así mismo, en coordinación con la Consejería de Presidencia, Administración Pública 
e Interior, para el desarrollo e implantación de la sede electrónica general de la Junta de Andalucía y 
las sedes electrónicas de cada Consejería tal y como se describe en el articulo 17 del Decreto 622/2019 
antes mencionado.

Durante los días a los que hace referencia en su escrito sobre los errores en la Presentación Electrónica 
General, puede indicarse que los días 18 y 24 de junio de 2020 hemos comprobado que no hay ninguna 
incidencia registrada por parte de la ciudadanía, ni nuestros sistemas de monitorización detectaron mal 
funcionamiento. El día 18 de junio se realizaron 1.791 presentaciones con un total de 6.327 documentos 
recibidos y el día 24 de junio 1.806 presentaciones con un total de 6.163 documentos recibidos, que 
entran dentro del rango normal de presentaciones electrónicas de ese periodo.

Sobre los sistemas que se mencionan en la solicitud de colaboración, el sistema Carpeta Ciudadana 
esta en funcionamiento desde diciembre de 2019 y se le están añadiendo nuevas funcionalidades 
continuamente. El sistema que posibilita la firma electrónica y el que permite el registro de documentos 
electrónicos está en pleno funcionamiento desde 2003, el Registro de apoderamientos es un sistema de 
gestión estatal que aún no está a pleno rendimiento y con el que la Junta de Andalucía tiene pendiente 
realizar su integración en cuanto este disponible. En este sentido recientemente se ha producido una 
modificación sobre los plazos de cumplimiento de este registro entre otros en la Ley 39/2015 que ha 
ampliado el plazo de cumplimiento hasta el 2 de abril de 2021.
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Debido al confinamiento y a la transición forzada a que todos los sistemas de administración electrónica 
fueran los únicos disponibles, a causa de que el resto de canales de relación con la ciudadanía fueron 
imposibilitados por la situación sanitaria, se ha producido una alta demanda de dichos sistemas que ha 
provocado que, en ocasiones, el servicio sufriera una merma en las horas de más exigencia que provocara, 
en algunos casos, indisponibilidades momentáneas.

Por último, todos los sistemas informáticos desarrollados y gestionados por la Dirección General de 
Transformación Digital tienen disponibles sistemas de carácter multicanal de atención a personas 
usuarias (formulario web, teléfono y correo electrónico) para ayudar en la realización de tramites, apoyo 
y soporte técnico ante cualquier tipo de incidencia. Esos sistemas han estado funcionando con una alta 
demanda, gestionando incidencias similares a las que se da traslado en esta queja, que pudieron ser 
atendidas y solucionadas con satisfacción para la ciudadanía”

Por todo lo expuesto, se considera imprescindible que las administraciones andaluzas sigan profundizando 
en el proceso de mejora y desarrollo de la administración electrónica de forma que solvente las insuficiencias 
y carencias detectadas:

• Simplificando los procedimientos y los trámites; haciéndolos más asequibles y comprensibles para 
los administrados.

• Eliminando los requerimientos de información a los administrados, solicitud de datos o documentos 
que ya obren en poder de la administración o puedan ser recabados por la misma.

• Ofreciendo recursos efectivos de asesoramiento y ayuda para la realización de procedimientos y 
trámites telemáticos.

• Facilitando una formación adecuada al personal al servicio de la administración para un uso eficiente 
y eficaz de los recursos que ofrece la sociedad digital.

• Dotando de medios técnicos adecuados a los servicios administrativos para el desarrollo de sus 
funciones.

1.1.2.2.2. Transparencia, Participación Ciudadana y Buena Administración
Se han recibido quejas de promotores que denuncian incidencias y retrasos en el funcionamiento del 

Consejo Andaluz de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía. Así, en unos casos nos trasladan 
la inactividad del Consejo; en otros la no ejecución de sus resoluciones; la reclamación contra la propia 
resolución del Consejo y, mayoritariamente, el incumplimiento de los plazos de respuesta y resolución 
legalmente establecidos por parte del propio Consejo.

En estos últimos supuestos, se vienen produciendo demoras o retrasos de hasta 10 meses en el dictado 
de resoluciones. Unas dilaciones que se producen principalmente, cuando se trata de reclamaciones 
frente a las Administraciones Locales. Unos plazos inadecuados si se tiene en cuenta que la normativa 
estatal básica, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia Acceso a la información pública y 
Buen Gobierno, establece en su artículo 24.4, que el plazo máximo para resolver y notificar la resolución, 
formulada ante el Consejo de Transparencia, será de tres meses.

Consideramos que en estos casos, el retraso producido puede afectar al derecho de acceso a la 
información y documentación pública, conforme a las previsiones establecidas en el artículo 105 b) de la 
Constitución Española. Derecho que no es absoluto, sino que la propia Ley establece límites a su acceso.

A su vez, tales retrasos pudieran comportar un ineficaz control por el Consejo en el cumplimiento 
del deber y obligaciones de transparencia en la actividad pública de las Administraciones y entidades 
concernidas.

En nuestra opinión, cabía esperar, una mayor adecuación a los principios de eficacia y de sometimiento 
pleno a la Ley y al Derecho, previstos en el artículo 103 de la Constitución y en el artículo 133 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, entre los que figura el de transparencia con objeto de lograr un alto grado 
de garantía de los derechos de los ciudadanos.

En este sentido, preocupada esta Defensoría por preservar estos derechos, promovió queja de oficio 
19/4025 en relación al funcionamiento del Consejo Andaluz de Transparencia y Protección Datos de 
Andalucía, la cual ha sido concluida en este 2020.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-el-funcionamiento-del-consejo-de-transparencia-y-proteccion-de-datos-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-el-funcionamiento-del-consejo-de-transparencia-y-proteccion-de-datos-de
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En el contexto de la instrucción del expediente, la Viceconsejería de Turismo, Regeneración, Justicia 
y Administración Local, nos trasladaba las medidas adoptadas o pendientes de implementación, 
encaminadas a mejorar el funcionamiento y actuación del Consejo.

En vista de tan detallada información, se ha procedido al cierre de las actuaciones “en vías de solución”, 
ya que se estaban poniendo los medios necesarios para dar respuesta a la ciudadanía.

Sobre temas de participación ciudadana se está tramitando la queja 19/1009 en la que una entidad 
nos expone su disconformidad con el proceso participativo establecido por el Ayuntamiento de Sevilla 
que considera limitado y parcial en relación con la reordenación del sector de la Cruz Roja. Reiteran las 
argumentaciones que han trasladado a ese Ayuntamiento y además solicitan que se amplíe el ámbito del 
proceso participativo a todos los vecinos y vecinas de Sevilla que se consideren afectados por la reforma 
de la Avenida de la Cruz Roja y que, antes de proceder a ninguna votación, se establezcan mecanismos 
para debatir las diferentes propuestas y alcanzar un consenso entre los y las afectados/as, sin excluir la 
posibilidad de incluir nuevas propuestas en la agenda.

En el contexto de la queja 20/6619, la persona interesada en nombre de la Plataforma Ciudadana para la 
Defensa de los Derechos de las Personas Mayores y Dependientes de la Comarca de Los Pedroches, con 
sede en Pozoblanco (Córdoba) nos solicitaba nuestra intervención para que se habiliten los mecanismos 
para que en los Plenos que celebre en modalidad virtual, puedan participar los ciudadanos ya que a fecha 
de hoy la ciudadanía desconoce cómo puede hacerlo.

Ambas quejas se encuentra en fase de aportación de información por parte de los ayuntamientos 
requeridos.

En la queja 18/3005, la promotora nos exponía que habían dirigido escrito al Ayuntamiento de San 
Fernando, en relación a la participación ciudadana en el turno de ruegos y preguntas del pleno, sin que a 
pesar del tiempo transcurrido, se hubiese dado respuesta a su solicitud de información.

En la queja admitida a trámite formulamos Resolución, toda vez que el Ayuntamiento no contestó a 
nuestros escritos de reiteración. Transcurrido un plazo de tiempo más que prudencial procedimos al cierre 
de las actuaciones resolviendo la inclusión de la queja en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

Esta Institución concede una atención prioritaria a las cuestiones vinculadas a la participación ciudadana, 
como pusimos de manifiesto en el Informe especial denominado “Normativa sobre Participación Ciudadana 
en las Diputaciones Provinciales y en los Grandes Municipios de Andalucía”.

Se incluyeron en este informe, una serie de conclusiones y recomendaciones, relativas a la necesaria 
mejora de la regulación de la participación ciudadana en la normativa autonómica de Régimen Local y en 
las reglamentaciones de las Entidades locales consultadas; así como relativas a la mejora de la organización 
complementaria para articular aquella participación y de la organización sectorial, imprescindible para 
atender a la participación de los sectores sociales en riesgo de exclusión o en situación de necesidad. En 
el mismo informe se incluyó recomendación en orden al establecimiento del máximo número posible de 
institutos de participación ciudadana, de técnicas para el fomento de la misma y, de la aplicación de los 
cauces o canales ofrecidos por las nuevas tecnologías.

Con este informe se trató de contribuir al desarrollo e implantación de los principios y de las técnicas o 
medidas instrumentales imprescindibles, para la promoción de la, cada vez más real o evidente democracia 
participativa local, con la incorporación de todos los sectores sociales a la gestión y toma de decisiones en 
los asuntos públicos, de común acuerdo o en consenso con los representantes políticos democráticamente 
elegidos, y tratando de conciliar y consensuar las distintas posiciones y planteamientos socio-políticos.

Un aspecto que nos causa gran preocupación y que representa un numero importante de las quejas 
que recibimos lo constituye el silencio administrativo que mantienen las Administraciones públicas de 
Andalucía en los procedimientos que promueven las personas interesadas.

Con nuestras intervenciones al respecto tratamos de atender la petición de colaboración que con la 
finalidad de obtener una respuesta expresa de los organismos públicos concernidos, nos remite la 
ciudadanía. Por nuestra parte intentamos que las entidades administrativas afectadas, al margen del 
cumplimiento del deber de dictar una resolución y notificarla (resolver expresamente), conforme exige el 
articulo 21, de la Ley 39/2015, de 2 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, no causaren 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-debe-dar-respuesta-a-su-solicitud-sobre-participacion-ciudadana-en-el-pleno
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/normativa-sobre-la-participacion-ciudadana-en-las-diputaciones-provinciales-y-en-los-grandes
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/normativa-sobre-la-participacion-ciudadana-en-las-diputaciones-provinciales-y-en-los-grandes
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a las personas interesadas en los respectivos procedimientos indefensión, proscrita ex articulo 24 de la 
Constitución, ni causaren lesión al derecho a una buena administración, establecido en el articulo 31 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía y exigible de acuerdo con los principios que establece el articulo 
103 de la Carta Magna.

Provenientes del ejercicio anterior recibimos sobre el derecho a una buena administración las siguientes 
quejas: 19/3455; 19/4978; 19/6125: y 19/6756.

Por otra parte, e iniciadas o recibidas en el año 2020, tratamos las quejas 20/0362; 20/0542; 20/635; 
20/1392; 20/2485.

En todos estos expedientes formulamos idéntica Resolución, con independencia de la exposición de 
antecedentes que en cada caso concreto es diferente, no obstante a efectos de la exposición de su 
contenido, citamos enlace a la Resolución de la queja 19/4978, concluida en el ejercicio de 2020, en 
la que tras nuestra fundamentación y consideraciones, concluimos realizando Recordatorio de deberes 
legales incumplidos y Recomendación en el sentido de que se notificara respuesta expresa al interesado. 
Una Resolución que fue aceptada.

1.1.2.2.3. Organización, funcionamiento y régimen jurídico de las Entidades Locales
Otro asunto que genera la presentación de un gran número de quejas en la Institución son las promovidas 

a instancia de los grupos políticos con representación en las asambleas municipales, o a instancia de 
concejales electos, en las que plantean cuestiones atinentes al estatuto jurídico administrativo de los 
miembros de las Entidades Locales de Andalucía y de los grupos políticos.

Así durante el ejercicio de 2019 y finalizadas en 2020, recibimos los expedientes de queja 19/4966 
y 19/6367, promovidas ambas sobre la necesidad de dotación de medios personales, materiales y de 
despachos en la Casa Consistorial; promovidas sobre los Ayuntamientos de, Marinaleda y Churriana de la 
Vega, respectivamente. Iniciada en año 2020, sobre esta mismas cuestiones, recibimos la queja 20/1327, 
referida al Ayuntamiento de Villanueva del Río y Minas.

En los referidos expedientes propusimos nuestras resoluciones a lo largo del año 2020 y a titulo de 
ejemplo de su contenido y alcance , exponemos la propuesta de Resolución en queja 19/4966.

Con referencia a la misma, hemos de indicar que en estos casos, centramos nuestra atención en el 
derecho reconocido en el Art. 23.2 de la Constitución, que aun cuando es susceptible de configuración 
y desarrollo legal, entiende la Jurisprudencia que sigue siendo un derecho fundamental y, por tanto, su 
contenido jurídico no puede quedar constreñido exclusivamente por lo que establezcan las concretas 
previsiones de las normas que le dotan de tal configuración, ni puede ser interpretado de forma restrictiva 
en base a lo dispuesto en dichas disposiciones legales.

Por el contrario, según la interpretación jurisprudencial, este derecho comparte con los demás derechos 
fundamentales reconocidos por la Carta Magna un valor preponderante, que obliga a realizar una 
interpretación de la normativa legal reguladora en sentido favorable hacía la propia existencia del derecho 
y, tendente a remover los posibles obstáculos para su efectivo ejercicio.

Por lo que se refiere al derecho de acceso a información y documentación de los miembros de las 
Corporaciones Locales, recibimos en 2020 las quejas 20/0575 y 20/1501, promovidas respectivamente 
sobre los Ayuntamientos de Almonte y de Villanueva del Río y Minas.

A modo de ejemplo en la queja 20/0575, el portavoz de un grupo municipal nos traslada que el 
procedimiento instaurado por el Ayuntamiento dificulta a los concejales y Grupos municipales para ejercer 
el derecho de acceso a la información y documentación solicitada.

Situaciones que, aunque se producen de forma puntual, se reproducen en algunos ayuntamientos 
vulnerando los derechos que asisten a grupos de la oposición.

En tales supuestos, por esta Institución se interviene con la finalidad de que los Órganos de Gobierno 
locales den contestación de forma expresa a las diversas peticiones de acceso a la información, solicitud de 
datos y reclamación de documentación que presentan los representantes de grupos políticos municipales 
como medio para el mejor ejercicio de su labor de oposición y control de los gobiernos locales.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-debe-responder-a-su-denuncia-sobre-irregularidades-en-tenderete-de-un-mercadillo-de
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-sin-mas-demora-atiendan-las-solicitudes-de-acceso-a-informacion-y-documentacion-de-una
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-que-sin-mas-demora-respondan-a-los-recursos-de-la-persona-afectada-sobre-el-ibi-de-su
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-debe-responder-a-su-denuncia-sobre-irregularidades-en-tenderete-de-un-mercadillo-de
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A este respecto, queremos dejar constancia de nuestra convicción de que la consecución de una 
Administración local lo más democrática, transparente y participativa posible, que atienda las pretensiones 
de los grupos municipales y concejales, y prioritariamente de la ciudadanía, es un objetivo común al que 
todos debemos contribuir y al que no debemos renunciar.

No obstante, consideramos, que el logro de este objetivo, del mismo modo que requiere diligencia y 
responsabilidad por parte de las Corporaciones Locales, también requiere de la debida mesura y sentido 
común en la utilización de los procedimientos legales para hacer efectivo el derecho de acceso a la 
información y documentación, de forma tal que no se produzcan situaciones de abuso o uso excesivo del 
derecho que supongan una merma importante o una dificultad desproporcionada en el desempeño por la 
Administración concernida de las funciones que la vigente legislación le encomienda.

1.1.2.2.4. Servicios municipales
Un servicio público básico que deben prestar los Ayuntamientos, es el del cementerio municipal. En la 

queja 19/5529 recibimos comunicación remitida por vecinos del municipio de Cortes de Baza, a través de 
la cual nos exponían lo siguiente:

“Nos ponemos en contacto con usted para que defendiera al pueblo porque nuestro Alcalde no hace 
caso a las 300 firmas más fotos, documentación que tenemos. El cementerio está en ruinas, tumbas 
derrumbadas, acceso limitado.
Entre otras cuestiones que planteamos a la Alcaldía solicitamos que se nos informara sobre 
previsiones presupuestarias para el adecentamiento, conservación y mantenimiento del Cementerio 
municipal.
En la queja solicitamos a la Alcaldía que se nos informara si el Ayuntamiento contaba con 
Reglamento regulador del Servicio, fecha de elaboración y aprobación del mismo por el Pleno y, 
valoración del Secretario municipal sobre su adecuación a la normativa básica de aplicación en 
materia de “policía sanitaria mortuoria”.

En su respuesta, el Ayuntamiento nos informaban que no habían recibido ningún escrito ni documentación 
gráfica que referían los interesados, añadiendo:

“En cuanto al estado que dice encontrarse el cementerio, calificándolo de “estado de ruinas, tumbas 
derrumbadas y acceso limitado cabe decir que no es así, el estado del cementerio es un estado de 
mantenimiento ordinario, en cuanto a lo que a este Ayuntamiento le compete, habida cuenta que 
las tumbas o panteones existentes son de propiedad privada, los cuales unos se encuentran en 
buen estado y otros sin mantenimiento, pero ello es debido a que pertenezcan a familias que ya no 
residen en el municipio, o que ni siquiera tengan familiares
Este Ayuntamiento no cuenta con Reglamento regulador del servicio, pero se ha de decir que 
cumple con el Reglamento de Policía Sanitaria mortuoria, y máxime teniendo en cuenta que este 
Ayuntamiento efectúo la compraventa de la finca registral 4323 de Cortes de Baza, adyacente al 
cementerio viejo, para su ampliación, con la tramitación preceptiva favorable del informe de Salud, 
así como la afección de dicho terreno al servicio municipal de cementerio.
En cuanto a las previsiones presupuestarias para el adecentamiento, conservación y mantenimiento 
del cementerio, decir que en el último trimestre de este año en curso, se ha procedido al asfaltado 
de la única calle que era posible el asfaltado, ya que la mayor parte del terreno del cementerio 
viejo , contando con una media de 200 años, está ocupado por tumbas y panteones de titularidad 
privada.”

En base a los referidos antecedentes, procedimos a realizar a la Administración actuante Resolución con 
las Consideraciones y la fundamentación que sobre competencias en la materia del servicio se establecen 
en la normativa autonómica y en la normativa estatal básica de Régimen Local, conforme consta en la 
Resolución de la citada queja.

Por otra parte en la queja 19/5869 por agricultores del municipio de Baza se nos exponía, que estaban 
desesperados ante la sucesión de robos que padecen en sus cortijos desde hace 15 años. Añadiendo 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-responden-a-denuncia-relativa-a-robos-que-padecen-en-sus-cortijos-desde-hace-anos
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/pdfbopa/19613.pdf
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que sus denuncias al respecto no son contestadas, por lo que solicitiban la intervención del Defensor del 
Pueblo andaluz para tratar de paliar la situación.

Tras admitir a trámite la queja formulamos Resolución al Ayuntamiento de Baza en la que proponíamos 
que a la mayor brevedad se diera respuesta a la queja presentada por los agricultores referidos y se 
estudiaran las acciones a emprender al respecto.

Por su parte el Ayuntamiento nos contestó “...la Policía Local de Baza, tiene las competencias recogidas 
en la Ley orgánica 2/1986 de fuerzas y Cuerpos de Seguridad. En esta materia, nuestras funciones son 
de colaboración con las fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. La Policía Local interviene tanto 
en la prevención como en la actuación ante delitos de hurto y robo. El Campo de Baza es muy extenso, 
siendo a veces imposible extender la seguridad al 100%. No obstante, se ha actuado desde Policía Local 
en colaboración con Policía Nacional en hechos delictivos, según planes de seguridad aprobados en las 
Juntas Locales de Seguridad.

Se llevan a cabo patrullas por el campo cuando nuestras funciones de Tráfico y Policía Administrativa 
lo permiten y siempre dentro de los planes establecidos en Junta Local de Seguridad Ciudadana.”

Por lo anterior, dimos por finalizadas las actuaciones, procediendo al cierre de las mismas, al considerar 
que se había aceptado nuestra Resolución.

En la queja 19/5916, el interesado denunciaba la situación de acoso que él y sus padres venían sufriendo 
en el domicilio de la unidad familiar.

Los hechos objeto de la queja podían resultar indicativos de la realización de conductas ofensivas y, 
atentatorias a su dignidad personal y a su integridad moral, incumpliéndose la obligación de los poderes 
públicos, de promover el bienestar de las personas mayores, conforme se recoge en el articulo 19 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía que dispone: “Las personas mayores tienen derecho a recibir de los 
poderes públicos de Andalucía una protección y una atención integral para la promoción de su autonomía 
personal y del envejecimiento activo, que les permita una vida digna e independiente y su bienestar social 
e individual, así como a acceder a una atención gerontológica adecuada, en el ámbito sanitario, social y 
asistencial, y a percibir prestaciones en los términos que establezcan las leyes”

Una situación que se analizará con los responsables municipales con la finalidad de encontrar las medidas 
adecuadas para que cese la situación trasladada y se retome la convivencia entre la vecindad.

1.1.2.2.5. Comercio e Industria
Ha sido una constante en todo 2020 las quejas referidas a la problemática relacionada con el comercio 

ambulante. Los colectivos y personas vinculadas a la venta en mercadillos nos han seguido transmitiendo 
tras la primera ola de la pandemia, la situación en la que se encuentran ante las decisiones de algunos 
ayuntamientos de prohibir o limitar la venta ambulante.

Unas quejas que tras su valoración, han sido gestionadas con un enfoque mediador basado en la 
cooperación de las partes, dándose cuenta de ello en el informe del área de mediación.

También en relación con el comercio ambulante, durante el pasado ejercicio tratamos y concluimos la 
queja 19/1279, promovía por un ciudadano, que actuaba en nombre y representación de la Mancomunidad 
de propietarios de la Urbanización en Torrox (Málaga), en la que nos exponía que desde hace años venían 
solicitando del Ayuntamiento la dotación de un Plan de Seguridad y Evacuación del Mercadillo municipal 
de venta ambulante, por cuanto así se exige por la normativa de aplicación.

Según nos indica, las obligaciones en ese sentido impuesta por la normativa y ordenanzas de aplicación 
en materia de venta ambulante se están incumpliendo en este caso, dado que los días de celebración del 
mercadillo, los viales de acceso y salida de la zona quedaban colapsados, impidiendo su uso en caso de 
ser necesario el acceso por los vehículos de los servicios de emergencia de seguridad y protección civil 
o los de emergencias sanitarias, impidiendo por otra parte el acceso y uso de aparcamientos y garajes 
privados existentes en la Urbanización y ocasionado problemas de limpieza.

Una vez valoradas las circunstancias concurrentes, admitida a tramite la queja, solicitamos informe a 
la Administración municipal, sin que por la misma se atendieran nuestros intentos de colaboración y de 
mediación en las actuaciones.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-mas-control-y-seguridad-para-la-celebracion-del-mercadillo-semanal-en-el-municipio
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Razón por la cual procedimos a formular Resolución en la queja indicada, básicamente y, al margen de 
las cuestiones procedimentales, respecto del régimen jurídico de la autorización de venta ambulante y, 
sobre las competencias municipales y el desarrollo normativo regulador del comercio ambulante en la 
actual situación de desescalada por la alarma sanitaria y la necesaria actualización o revisión de la 
Ordenanza municipal correspondiente.

Además incluimos Sugerencia en el sentido que se estudie, suscitando la mayor participación posible y 
valorando la conveniencia y oportunidad de autorizar el traslado o cambio de ubicación del Mercadillo 
de Torrox (afectado en la queja), a zona más adecuada y conveniente, respetando las autorizaciones 
concedidas y adaptando su condicionado a las circunstancias socio-económicas y de salud pública 
actualmente previstas conforme a la normativa reguladora del subsector.

Las quejas referidas a las incidencias del servicio de inspección técnica de vehículos, han continuado 
recibiéndose con posterioridad al informe extraordinario “Derechos de la Ciudadanía durante la COVID-19, 
referidas la mayor parte de ellas a reclamaciones contra VEIASA por no aceptar -en la visita de inspección 
de su vehículo- el pago en efectivo, sino mediante tarjeta y por exigir el uso de mascarilla durante la cita 
de inspección.

En estos casos en relación al servicio de ITV, como han sido las quejas referidas a la prórroga y plazo de 
validez de la misma, en el caso de revisiones de ITV que habían caducado durante el estado de alarma.

Dado que las cuestiones que se nos planteaban, afectaban al ámbito de actuación de un organismo sobre 
el que no tenemos competencia, el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, se ha comunicado a los 
interesados que el Defensor del Pueblo (de las Cortes Generales) es competente para tramitar las quejas 
referidas a este asunto o bien se ha dado traslado directamente a esta Institución.

En las quejas 20/6755, 20/7065, 20/7505, se planteaban que 
a pesar de haber establecido una prórroga para la validez de los 
certificados de inspección periódica de vehículos no pudieron 
realizarse debido al cierre -por el estado de alarma- de las 
estaciones ITV, sin embargo, a la hora de determinar el plazo 
de validez de la inspección realizada, se está descontando para 
determinar la fecha de la nueva revisión el periodo de prórroga, 
en aplicación de normativa dictada por la Administración General 
del Estado.

Conforme estableció el artículo 8 del Real Decreto 920/2017, 
de 23 de octubre, por el que se regula la inspección técnica 
de vehículos, para la inspección de los vehículos se seguirán 
los criterios técnicos de inspección descritos en el Manual de 
procedimiento de inspección de las estaciones ITV, que publicó 
el citado Ministerio de Industria.

En el contexto de la queja 20/7065 se ha recibido copia del 
escrito enviado por el Defensor del Pueblo Estatal al promotor 

de la queja, formulando Resolución recomendando “Determinar el plazo de validez de las Inspecciones 
Técnicas de Vehículos (ITV) que hayan sido objeto de prórroga a partir de la inspección realizada, sin 
descontar el período de prórroga”.

En las quejas 20/3582; 20/7775; 20/8676, también referidas a la no aplicación por la Entidad VEIASA 
de ese descuento en la validez de la tarjeta ITV, se les traslada que lo había aclarado el Auto cautelar del 
Tribunal Supremo ATS 7185/2020, recaído en el Recurso 204/2020 contencioso administrativo promovido 
por la “Federación Nacional de Asociaciones de Transporte de España (FENADISMER)”, contra la Orden 
SND 413/2020, de 15 de mayo, por la que se establecen medidas especiales para la inspección técnica de 
vehículos, cuyo artículo segundo establece:

«Segundo. Cumplimentación de las tarjetas ITV y certificados de inspección técnica.
Una vez realizadas las inspecciones técnicas periódicas de los vehículos cuyos certificados hayan 
sido objeto de prórroga automática, para la cumplimentación de la fecha hasta la que es válida la 

“Quejas referidas a 
la prórroga y plazo 
de validez de la 
misma, en el caso 
de revisiones de ITV 
que habían caducado 
durante el estado de 
alarma”
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inspección en las tarjetas ITV y los certificados de inspección técnica de los vehículos a los que se 
refieren los artículos 10 y 18 del Real Decreto 920/2017, de 23 de octubre, por el que se regula la 
inspección técnica de vehículos, se tomará como referencia la fecha de validez que conste en la tarjeta 
ITV y no computará, en ningún caso, la prórroga de los certificados concedida como consecuencia de 
la declaración del estado de alarma y de sus sucesivas prórrogas.»
Al respecto de las cuestiones antes expuestas, con antelación, el Defensor del Pueblo de las Cortes 
Generales, ya había formulado la Resolución de fecha 6 de julio de 2020, en la que afirmaba que “al 
descontar el periodo de prórroga está acortando (la Administración) el periodo de manera artificial la 
duración de las ITV, produciendo el efecto de obligar a los particulares a realizar la siguiente operación 
antes de lo previsto”.
Con posterioridad al Auto citado anteriormente, por la Asociación FEAT-Tarragona, se interpuso 
recurso contencioso administrativo 182/2020; contra la referida Orden Ministerial, que ha sido objeto 
de nuevo Auto del Tribunal Supremo ATS 8408/2020 de fecha 5 de octubre de 2020.
Y, todavía, posteriormente, se ha producido un nuevo Auto del Tribunal Supremo, ATS 10402/2020, 
de 11 de noviembre de 2020, recaído en relación con recurso de reposición formulado mediante 
escrito de 20 de octubre de 2020 por el Abogado del Estado, contra el Auto anterior manifestando 
que reproduce los argumentos empleados en el recurso de reposición interpuesto contra el otro auto 
de la Sala de 24 de septiembre de 2020 (Rec. 204/2020).
En cualquier caso le informamos que la resolución o sentencia final que dicte el Tribunal Supremo aún 
no ha recaído, desconociendo cuando pueda producirse la misma y cuando adquirirá firmeza, pasando 
a ser ejecutiva y vinculante para las partes.
En este sentido, el artículo 17.2 de la Ley reguladora de esta Institución (Ley 9/1983, de 1 de Diciembre) 
dispone que «el Defensor del Pueblo Andaluz no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre 
las que esté pendiente resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiese por 
persona interesada demanda o recursos ante los Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional».
Por otro lado, las decisiones adoptadas por los Juzgados y Tribunales no son susceptibles de revisión 
por parte de instituciones ajenas al Poder Judicial, según establece el artículo 117.3 de la Constitución 
Española.”

Finalmente en un tercer grupo de expedientes tratamos la cuestión de las citas para ITV, concedidas fuera 
del plazo de la vigencia de la anteriormente pasada, y señaladas en la etapa de nueva normalidad. Así en 
este grupo de expedientes, incluimos las quejas 20/8338, 20/8339, 20/8344, 20/8347, 20/8405, 20/8609 
y 20/8610.

En relación a este grupo de quejas nuestro posicionamiento está contenido en el escrito de comunicación 
remitido al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales, en el siguiente sentido:

“Por las circunstancias que sean (convocatoria de huelga de los trabajadores de la ITV en Andalucía, 
acumulación de revisiones ITV que no se han hecho durante el estado de alarma) están dando citas 
en Granada para la ITV a dos meses vista.
Por lo visto esto mismo está pasando en toda Andalucía, según he visto por internet en diversas 
ediciones digitales de periódicos regionales. ¿Qué hacemos entonces los que necesitamos el coche? 
¿No cogerlo por no exponernos a una multa por parte del gobierno autonómico se debería buscar 
alguna solución, pues la culpa no es del ciudadano.
Pudiera ser un aplazamiento, por ejemplo, de los plazos, como se ha hecho para los casos de 
caducidad durante el estado de alarma. El ciudadano, como siempre, desprotegido”

En el expediente de queja 20/8228, iniciado a instancia de parte nos hemos dirigido a la Empresa Pública 
Verificaciones Industriales de Andalucía S.A. (VEIASA), concesionaria del servicio de interés general de 
inspección técnica de vehículos y, a la Secretaría General de Industria de la Junta de Andalucía, para tratar 
de determinar las medidas que se estén adoptando en esta situación de retraso en la realización de las 
inspecciones técnicas periódicas de vehículos y las instrucciones recibidas de las Autoridades Delegadas de 
la Administración del Estado, solicitando nos concreten:



2. Administraciones Públicas, Tributarias, y 
Ordenación Económica

20

Desglose por temas • IAC 2020

“ - Instrucciones recibidas de la Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento 
y Universidades, trasladando - en su caso- las provenientes de los Ministerios de Industria, Salud 
e, Interior, como Autoridades Delegadas, sobre medidas especiales para la inspección técnica de 
vehículos, tras el estado de alarma y la desescalada; así como sobre ampliación de la prórroga de 
validez del correspondiente certificado, y, sobre la realización de nueva inspección y actualización de 
la tarjeta ITV.
- Información detallada sobre datos de pendencia de inspecciones técnicas provenientes del estado 
de alarma y de las fases de desescalada a realizar respecto de vehículos por VEIASA y, medidas 
adoptadas para agilizar la frecuencia de las mismas y descongestionar las Inspecciones, conforme 
al Reglamento General de Vehículos. Entre otras cuestiones que nos debería referir en su informe le 
solicitamos datos sobre ampliación de líneas de inspección, turnos establecidos, personal contratado 
o nombrado para, atender el aumento de demanda del servicio.
- Informe detallado sobre las afecciones que la situación de aglomeración en las estaciones de ITV, 
pudiera estar suponiendo, en la cobertura por parte de las aseguradoras sobre las pólizas suscritas 
en garantía de los riesgos para la seguridad vial y de los usuarios titulares y conductores de vehículos 
(tomadores del seguro) respecto a los derechos y deberes de los mismos consignados en aquéllas.
- Instrucciones impartidas desde la Dirección General de Tráfico (Ministerio del Interior) sobre el 
régimen sancionador a consecuencia de las denuncias formuladas por los Agentes de Tráfico en 
relación con la falta de actualización de las certificaciones de inspección o por el retraso forzado por 
la situación descrita.”

Estando pendiente de recibir respuesta a la solicitud de informe.
Por otra parte, a través de los medios de comunicación y de las publicaciones especializadas, hemos tenido 

conocimiento de que desde el mes de septiembre se están produciendo retrasos y demoras en todo el 
Estado, en la concesión de citas para realizar las inspecciones técnicas. Ello, por acumulación de vehículos 
con prórroga para la realización de inspección por haber caducado sus tarjetas ITV durante el estado de 
alarma y, por la concesión de nuevas citas para la realización de inspecciones periódicas, cuyos efectos van 
caducando tras la vuelta a la normalidad.

Las personas usuarias afectadas denuncian falta de información y la aparente inseguridad jurídica en la 
que se sienten, por lo que se refiere a la infracción o no de la normativa de trafico y seguridad vial, y a la 
normativa de seguros de la responsabilidad de conductores y titulares de los vehículos en caso de siniestro 
o accidente, en los supuestos de vehículos cuyas tarjetas de ITV hayan caducado entre tanto se cita a los/las 
titulares para realizar la nueva ITV (en algunos casos en marzo de 2021).

Unas quejas que han sido remitida al Defensor del Pueblo Estatal por referirse a una cuestión de su 
competencia, trasladándole que “...sería conveniente tomar conocimiento de las circulares e instrucciones 
administrativas que para tratar de clarificar esta delicada situación se hubieren adoptado por los Ministerios 
de Sanidad; de Industria, Comercio y Turismo; de Interior; y de Asuntos Económicos a los efectos de que ese 
Defensor del Pueblo inicie la investigación correspondiente, si lo estima oportuno, ya que las instrucciones 
que al respecto se hayan podido adoptar por tales Ministerios y los organismos directivos dependientes de 
los mismos, no entran en el ámbito específico de las competencias que le vienen atribuidas a esta Institución 
“

1.1.3. Actuaciones de oficio, colaboración de las Administraciones y Resoluciones
1.1.3.1. Actuaciones de oficio

En las materias objeto de atención en este apartado del Informe Anual, durante el ejercicio de 2020 el 
Defensor del Pueblo Andaluz ha iniciado la tramitación de las siguientes quejas de oficio:
– Queja 20/2421, iniciada tras la suspensión de las actividades económicas y comerciales, a consecuencia 
de la declaración del estado de alarma, suspensión que comportaba una serie de efectos y consecuencias 
negativas que el Estado había tratado de mitigar, estableciendo para ello las medidas de naturaleza 
económico- social adoptadas, completándolas con las incluidas en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-las-medidas-de-flexibilizacion-fiscal-adoptadas-por-las-haciendas-locales-tras-la
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– Queja 20/3009, promovida de oficio sobre el procedimiento de liquidación de la Cámara de Comercio, 
Industria y Navegación de la Ciudad de Jaén ante las irregularidades que dieron lugar a la instrucción y 
resolución de procedimiento jurisdiccional penal y con exigencia de responsabilidades a los cargos directivos; 
hasta el punto que la Cámara referida fue disuelta. La Ciudad de Jaén no cuenta con tan importante 
institución corporativa, máxime en los momentos actuales de emergencia económico-social a causa de la 
alarma sanitaria acordada y decretada por el Gobierno, en que se hace más necesario que nunca -si cabe- 
procurar el impulso y, en general, el fomento de las actividades económicas de todo el territorio de Andalucía.
– Queja 20/5397, promovida de oficio sobre la aplicación por los Ayuntamientos y la Administración 
autonómica de Andalucía, de las medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial, equipamientos 
culturales, establecimientos y actividades recreativas, actividades de hostelería y restauración, y otras 
adicionales, que adoptó el Gobierno de la Nación con la finalidad de revertir en el menor plazo de tiempo 
posible la grave situación sanitaria; y para la reapertura de los mercadillos y sobre mejora y modernización 
del subsector.
– En definitiva, toda una batería de importantes medidas, tendentes a garantizar y preservar la seguridad 
higiénico-sanitaria de las personas concurrentes a la actividad comercial producida en mercadillos, así como 
de los elementos y bienes afectos a la misma durante el periodo de incidencia de la COVID-19 y que servirá 
de referencia tanto para las relacionadas con la primera ola de la pandemia como durante los periodos 
posteriores.

1.1.3.2. Colaboración de las Administraciones
Hemos sido conscientes de las dificultades existentes para dar cumplimiento a nuestras peticiones de 

colaboración e informe, teniendo en cuenta la actual situación de excepcionalidad en la que nos encontramos 
desde la declaración del estado de alarma por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Con carácter general se puede afirmar que el grado de colaboración de las autoridades y órganos que 
integran la administración de la Junta de Andalucía en relación con las materias que se engloban en el 
epígrafe Administraciones Tributarias, Administraciones Públicas y Ordenación Económica, ha sido ágil y 
eficaz en la resolución de nuestras investigaciones en los procedimientos de queja. Igualmente por parte de 
las entidades que integran la Administración Local y las Agencias de gestión tributaria y recaudatoria de las 
Diputaciones Provinciales de Andalucía.

1.1.3.3. Resoluciones no aceptadas
–  Queja 18/3005, promovida por una Asociación memorialista respecto del Ayuntamiento gaditano de 
San Fernando, en la que se nos exponía que habían dirigido escrito al Ayuntamiento de San Fernando, en 
relación a participación ciudadana en el turno de ruegos y preguntas del pleno, sin que, a pesar del tiempo 
transcurrido, aún no había recibido respuesta a su solicitud de información.

En la queja admitida a trámite formulamos Resolución toda vez que el Ayuntamiento citado no contestó a 
nuestros escritos de reiteración, transcurrido un plazo de tiempo más que prudencial procedimos al cierre 
de las actuaciones resolviendo la inclusión de la queja en el Informe Anual al Parlamento de Andalucía.

Finalmente, hacemos referencia a otros expedientes tramitado sobre esta materia en los que, además de 
las cuestiones relativas al régimen jurídico de plusvalía concurría la falta de respuesta de la Administración a 
los recursos o reclamaciones planteados en las siguientes quejas, formulándose resoluciones que no fueron 
aceptadas:
– Queja 19/0041 en la que el interesado nos exponía que en fecha 16 de mayo de 2017 solicitó al Ayuntamiento 
de Vélez-Málaga la devolución del ingreso realizado en concepto de plusvalía de liquidación por el Impuesto 
y, que en fecha 9 de febrero y 19 de abril de 2018, solicitó por escrito que le dieren respuesta expresa, sin 
que le contestaren.

Como quiera que la Resolución formulada en la queja no fue aceptada discrepando de la misma el 
Ayuntamiento de Vélez-Málaga, procedimos al cierre de las actuaciones dejando constancia de la discrepancia 
técnica surgida y reseñando la misma en el presente informe al Parlamento de Andalucía

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-creacion-de-la-camara-de-comercio-de-jaen
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-reapertura-de-mercadillos-y-su-mejora-y-modernizacion-para-la-adaptacion-al
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-debe-dar-respuesta-a-su-solicitud-sobre-participacion-ciudadana-en-el-pleno
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-ayuntamiento-de-velez-malaga-no-responde-a-su-reclamacion-de-devolucion-de-ingresos-indebidos-por
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Este tema en otras materias
Balance del Defensor

1. Introducción
…
La dimensión sin precedente de esta crisis y sus efectos obliga a la interacción de todas las instancias 

públicas para seguir actuando con objeto de contrarrestar los muy perjudiciales efectos que ha ocasionado 
la pandemia en esos ámbitos, que se refuerzan mutuamente, y a implementar medidas efectivas para 
estimular la economía, apoyar la creación de empleo, así como la cobertura de las necesidades básicas de 
toda la ciudadanía.

Para ello, urge que nuestras Administraciones públicas mejoren considerablemente la prestación de 
los servicios públicos que tienen encomendados, gestionando eficazmente sus recursos y aplicando a 
su organización los medios y medidas que se están consolidando para la prestación eficaz y eficiente de 
los mismos, dando cumplimiento a las normas legales y principios constitucionales y estatutarios que les 
comprometen a satisfacer el derecho a una buena administración que se garantiza a la ciudadanía.

2. Principales indicadores
2.1. Políticas sociales

…
Ha seguido destacando, como aspecto general común en un elevado número de quejas, el de los 

constantes retrasos por parte de las Administraciones públicas en la resolución de sus procedimientos. 
Estas demoras se han generalizado en todas las Administraciones públicas, convirtiéndose en una 
práctica de todo punto inaceptable que supone un incumplimiento por parte de dichas Administraciones 
de las normas y principios generales que están obligadas a observar en su actuación, para garantizar a la 
ciudadanía el derecho que tienen reconocido a una buena administración.

…

2.4. Administración Pública, Tributos y Ordenación Económica
Los asuntos relativos al ejercicio de la potestad tributaria de las Administraciones territoriales y gestión de 

las distintas figuras tributarias y su recaudación, tanto en voluntaria como en ejecutiva; los procedimientos 
recaudatorios de recursos de naturaleza pública, o las sanciones pecuniarias impuestas por los órganos 
administrativos representan sobre un 11% de nuestras actuaciones.

Destacamos asimismo algunas actuaciones que hemos llevado a cabo en relación con los ámbitos de 
gestión de las Administraciones Públicas andaluzas, en sus relaciones con la ciudadanía, incluyendo los 
tramitados sobre una variedad de cuestiones que afectan a la administración electrónica, protección de 
datos, transparencia, participación ciudadana y buena administración.

Se incluye además, asuntos concernientes a la ordenación de la actividad económica en sectores como, 
industria, turismo, comercio, fomento (subvenciones y ayudas), contratación del sector público o bienes 
de titularidad pública. Y los asuntos concernientes a la organización, funcionamiento y régimen jurídico 
de las Entidades Locales de Andalucía, tratando principalmente de las quejas que recibimos sobre 
cuestiones referidas a la supervisión y control externo de los actos o procedimientos administrativos de 
las Administraciones Locales, demarcación municipal, fórmulas asociativas locales y entidades locales 
autónomas, así como la prestación de servicios locales.
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3. Retos ante la COVID-19
3.4. Todo está cerrado. Hacia una administración humanizada e inclusiva en su 

digitalización
Todo está cerrado. Muchas de las personas que nos han transmitido su desesperación nos han hablado 

de que se han encontrado una Administración no solo con las puertas cerradas, sino desbordada e 
inaccesible.

La experiencia de la COVID ha confirmado la necesidad de mejorar y humanizar los servicios de 
información y atención ciudadana por parte de las administraciones públicas (reto 11), porque las personas 
se encontraban con el colapso o mala atención en los servicios de información o reserva de citas, lo que 
ha aumentado la desesperación de la ciudadanía. Necesitamos de las administraciones que ofrezcan una 
información clara, coherente, sencilla, veraz e inequívoca.

Necesitamos una apuesta decidida por que el servicio público que se desarrolle proporcione siempre y en 
todo caso proximidad, asistencia personal y asesoramiento, empatía y acompañamiento a quienes sufren 
desigualdades (también de brecha tecnológica). Implementar en la Administración Pública “la ética del 
cuidado”, por ejemplo, diseñar servicios y normas claras y usables; el acceso a una información pública 
clara y accesible; el refuerzo de los servicios de atención presencial y telefónica; la mejora de la atención 
a través de servicios telemáticos (agilidad y eficacia); la definición de los servicios básicos presenciales y 
protocolos de atención en casos de emergencia; la asistencia y prestación de ayuda para el uso de medios 
telemáticos para acceder a información; la reducción de los plazos para acceder a servicios públicos 
fundamentales para la vida cotidiana de muchas personas, y la especial atención a las personas en especial 
situación de vulnerabilidad.

La brecha digital es un ejemplo de esa imposibilidad de acceso a los servicios públicos, y amenaza con 
convertirse en una nueva forma de exclusión social. La brecha digital afecta a colectivos muy diversos: 
personas mayores; personas desfavorecidas social y económicamente; las que viven en zonas rurales 
aisladas o mal conectadas; personas migrantes, personas con discapacidad; mujeres solas con cargas 
familiares; etcétera. La falta de conectividad es el mayor problema en muchas zonas rurales para acceder 
a los servicios de la sociedad digital.

Los excluidos digitales son un nuevo colectivo de personas que engloba a muchos perfiles diferentes y 
entre los que predominan los que ya estaban en situación de exclusión. Estamos muy lejos de alcanzar 
los estándares mínimos que demanda la nueva sociedad de la información. Por ello, urge reconocer el 
derecho de todas las personas a acceder en condiciones de igualdad, asequibilidad y universalidad a los 
servicios de acceso a la sociedad digital (reto 12). Entre otras medidas, proponemos:

• Facilitar los medios y la formación necesaria de acceso a la sociedad digital.
• Garantizar unos niveles adecuados de conectividad en las zonas rurales
• Corregir las carencias de administraciones y empresas en el uso de herramientas digitales.
• Mejora y desarrollo de la administración electrónica

En concreto, la digitalización de la enseñanza debe ser una realidad y toda la comunidad educativa debe 
estar preparada y formada para ella (reto 12). Esa transformación debe englobar tres ámbitos de actuación: 
el de organización y gestión de los centros docentes, el de los procesos de enseñanza-aprendizaje, y el 
de la información y comunicación, tanto interna como externa. Más aún, en el caso del alumnado con 
necesidades educativas especiales.

Por último, un reto global. Impulsar nuevas formas de resolución de conflictos, como la mediación (reto 
13). Sin abundar, ya que profundizaremos en el siguiente capítulo de este Informe Anual. Parece evidente 
que la sociedad actual exige unas Administraciones Públicas que adopten e incorporen nuevas fórmulas 
de solución de los conflictos naturales con la ciudadanía; mecanismos como la mediación, la facilitación, 
la intermediación, la gestión de conflictos, etc.
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Las experiencias extraídas de la mediación intrajudicial y extrajudicial, en todos los órdenes del Derecho 
demuestran que existe una oportunidad para otorgar a estos mecanismos un lugar relevante para la 
gestión de los problemas sociales.

El reto está en reforzar las instituciones, incorporando estos enfoques en la acción política y formando a 
personas con competencias adecuadas para gestionar conflictos de manera eficaz.

En definitiva, el contenido de este Balance clarifica nuestro trabajo y compromiso de presente y futuro, 
haciendo frente a los nuevos retos que nos demanda la ciudadanía para los próximos años. Y refleja, 
además, la apuesta de esta Defensoría por lograr la ansiada paz y convivencia de la ciudadanía andaluza 
en igualdad y disfrute de los derechos.

1.4. Educación
1.4.3. Enseñanzas Universitarias

…
Con independencia de estas quejas que presentan una particularidad propia, el año 2020 deparó otros 

asuntos dentro del ámbito universitario que fueron residenciadas en esta Institución en forma de queja 
y que, en bastantes casos, inciden en cuestiones que, con ciertas variaciones, se repiten de un año para 
otro.

Tal es el caso de las quejas recibidas por las incidencias habidas durante los procesos de admisión de las 
personas que aspiran a comenzar sus estudios universitarios que, en su mayoría, guardan relación con las 
complejidades de un procedimiento que se realiza de forma totalmente telemática.

Es evidente que esta forma de tramitación del proceso de admisión supone un gran avance respecto de los 
procedimientos manuales que se realizaban anteriormente y posibilita, además, utilizar las potencialidades 
de la informática para hacer realidad el reto de conjugar en un breve plazo y de forma simultánea las 
preferencias y méritos de un número muy elevado de personas. No obstante, el procedimiento diseñado 
y gestionado por la Comisión de Distrito Único de Andalucía no deja de resultar ciertamente complejo y 
difícil de cumplimentar para unos aspirantes a alumnos que en su mayoría acaban de alcanzar la mayoría 
de edad y no están acostumbrados a tramitar procedimientos administrativos.

No es por ello de extrañar que todos los años se reciban quejas en esta Institución, remitidas en muchos 
casos por los progenitores de los aspirantes, exponiendo su desesperación tras comprobar que no han 
cumplimentado adecuadamente alguna de las fases del proceso de admisión, con el resultado de ver 
frustradas sus esperanzas de entrar en los estudios deseados. Lamentablemente, poco podemos hacer en 
estos casos, ya que las instrucciones del proceso son claras y explicitan perfectamente las consecuencias 
que conlleva cualquier error en su cumplimiento, sin que sea posible retrotraer el procedimiento ya que se 
trata de un proceso de concurrencia competitiva, en el que deben respetarse los derechos de los demás 
interesados.

Cuestión distinta son aquellos casos en que se nos presenta queja por haberse producido algún tipo de 
incidencia informática durante el proceso que ha impedido al aspirante cumplimentar adecuadamente el 
trámite correspondiente. En estos casos, trasladamos de inmediato la queja a los responsables del proceso 
en la Comisión de Distrito Único, que disponen de medios informáticos para comprobar la veracidad de 
la incidencia denunciada y, cuando procede, posibilitan el restablecimiento del trámite o dan una solución 
al problema planteado. Tal ha sido el caso en la queja 20/6330; queja 20/5360, queja 20/4638 y queja 
20/5947.

En otras ocasiones el problema durante el proceso de admisión que impide culminar adecuadamente 
el mismo se produce por otras circunstancias, como puede ser la no aportación de la documentación 
requerida para acreditar los estudios previos -queja 20/4869-, o la falta de acreditación en plazo de los 
requisitos exigidos para acceder a través del cupo reservado a deportistas de alto nivel o alto rendimiento. 
En ambos casos el problema pudo ser solventado, tras aceptar la Comisión de Distrito Único que se habían 
producido circunstancias que justificaban la actuación realizada por las personas afectadas, aunque la 
misma pudiera parecer incorrecta procedimentalmente.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/aceptan-sus-alegaciones-y-pudo-finalmente-matricularse-en-los-estudios-de-grado-deseados
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/subsanado-el-fallo-informatico-se-pudo-matricular-en-el-grado-de-educacion-infantil
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/subsanado-el-fallo-informatico-se-pudo-matricular-en-el-grado-de-educacion-infantil
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-revisar-la-documentacion-resuelven-el-problema-de-una-alumna-de-acceso-a-un-master
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1.4.3.1. La Universidad andaluza ante el reto de la pandemia
…
Especial referencia tenemos que hacer aquí a la queja 20/3300, iniciada de oficio por esta Institución en 

relación con la realización de exámenes en formato no presencial por parte de las Universidades andaluzas.
…
En segundo lugar, porque el asunto estaba tomando creciente relevancia en los medios de comunicación, 

ya sea por las dudas que suscitaban, desde una perspectiva de los derechos a la intimidad personal y 
familiar, los procedimientos previstos para evitar prácticas fraudulentas en la realización de los exámenes 
-cámaras y micrófonos activados, reconocimiento facial, proctoring, etc.-, ya fuera porque se cuestionaban 
las limitaciones de tiempo para responder a las preguntas y la imposibilidad de volver atrás en las mismas 
por entender que perjudicarían a los alumnos que no saben gestionar bien la ansiedad o el estrés, e 
impedirían disponer de un mínimo tiempo de reflexión antes de responder.

…

1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social
1.5.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.5.2.6. Quejas relacionadas con el reconocimiento y ejercicio de derechos de los empleados 

públicos

1.5.2.6.2. Del derecho de acceso a las plantillas correctoras de exámenes de procesos selectivos
Entre las quejas tramitadas durante el año 2020 en esta Institución relacionadas con el derecho de acceso 

a expedientes de procesos selectivos, destaca la queja 19/2120 en la que la persona interesada denuncia 
la negativa por parte del tribunal de selección del concurso oposición convocado por Tussam a facilitarle 
la plantilla correctora de los ejercicios realizados.

La cuestión objeto de dicha queja, así como de otras similares que se han presentado ante esta 
Institución, hay que encuadrarlas en el ámbito del derecho a la información y acceso a los registros y 
archivos administrativos que se reconoce a la ciudadanía en el art. 105 de la CE, y se consagra en la 
regulación que se contiene en los artículos 13.d) y 53.1.a) de la Ley 39/2015 (LPAC), que establecen los 
derechos de acceso a la información pública, archivo y registros, y a conocer el estado de tramitación 
de los procedimientos, así como en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno, y en la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de 
Andalucía.

En este marco legal, el derecho a acceder a documentos públicos que forman parten del expediente de 
un proceso selectivo encuentra un amplio respaldo en el ordenamiento jurídico. Y, ante una actuación 
negativa, insuficiente o irregular en este punto por parte de los órganos de selección, las personas 
interesadas en estos procedimientos pueden plantear las alegaciones o recursos que correspondan 
conforme a lo dispuesto en las bases de la convocatoria o en los reglamentos aplicables al caso.

Por todo ello, en relación con el asunto objeto de la queja, no cabe admitir el motivo alegado por la 
empresa municipal afectada para justificar su negativa a facilitar las plantillas correctoras de los exámenes. 
Pues, aunque no exista una norma concreta que imponga al tribunal la obligación de facilitarlas, como 
ya se ha puesto de manifiesto esta Institución (queja 19/3781) deben hacerse públicas estas plantillas 
correctoras, ya que así los aspirantes interesados podrán formular, en su caso, las reclamaciones que 
tengan por conveniente con mayor rigor en sus argumentos. Y, si bien es cierto que se trata de una práctica 
que no se encuentra contemplada en la convocatoria, tampoco se encuentra vedada por la misma, ni tal 
proceder supondría una modificación de sus bases.

La publicidad de las plantillas correctoras debe encuadrarse, por tanto, dentro de la observancia del 
principio general de transparencia en toda actuación administrativa, procediendo su entrega en base a las 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/como-las-universidades-publicas-andaluzas-van-a-realizar-los-examenes-en-formato-no
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-a-tussam-que-publique-la-plantilla-correctora-de-los-examenes-de-pruebas-selectivas
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/es-necesario-fijar-criterios-para-el-derecho-de-acceso-a-los-ejercicios-y-al-expediente-de-los
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normas y principios referidos al no observarse la existencia de límites al derecho de acceso a conocer las 
respuestas correctas.

Criterio que, asimismo, se funda en las Sentencias del Tribunal Supremo de 6 de junio de 2005 y 16 
de octubre de 2017, así como en diversas Resoluciones del Consejo estatal de Transparencia y Buen 
Gobierno adoptadas en casos similares y en la Resolución del Defensor del Pueblo de las Cortes Generales 
16009827, de 26 de diciembre de 2016.

Finalmente, se resolvió recomendando a Tussam que se adoptaran las medidas oportunas para la 
publicación de la plantilla correctora de los exámenes de pruebas selectivas que se desarrollen en su 
ámbito.

La Resolución formulada fue aceptada por la Dirección-Gerencia de Tussam.

1.5.2.6.4. Acceso a información pública solicitada por un representante sindical a una empresa 
municipal

En la queja 18/5098, por parte de un representante sindical de CSIF-Cádiz, se denuncia la demora por 
parte de la empresa pública municipal Algesa en dar respuesta al escrito presentado con fecha 24 de abril 
de 2018, en el que solicitaba el acceso a expedientes de contratación de personal realizados por dicha 
empresa municipal.

Tras admitirse a trámite la queja, ante la falta de respuesta a la solicitud de remisión del preceptivo 
informe, con fecha 12 de febrero de 2020 se procede a declarar la actitud entorpecedora de la Dirección 
Gerencia de Algesa a la labor de investigación de esta Institución. Con posterioridad, al seguir sin 
atenderse la solicitud de acceso a la información pública del interesado, se elevó la queja al Ayuntamiento 
de Algeciras, del que depende dicha empresa.

En los informes remitidos por la Secretaría General de dicho Ayuntamiento, así como por el Director 
Gerente de Algesa, se ponía de manifiesto que no procede atender la solicitud de información planteada 
en base a lo dispuesto en el art. 18.1 de la Ley de Transparencia, que establece, como una de las causas de 
inadmisión a trámite de estas solicitudes, el “que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter 
abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de esta ley”.

A la vista de la información facilitada y de las disposiciones vigentes que resultan de aplicación, y teniendo 
en cuenta que, ni siquiera, se había notificado al interesado la resolución adoptada, se procedió a formular 
la correspondiente Resolución.

En dicha Resolución, tras poner de manifiesto las obligaciones que en esta materia imponen a las entidades 
del sector público la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno (LTAIBG) y la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía (LTPA), se 
recuerda al Ayuntamiento de Algeciras que el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía 
(CTPDA) dirigió a Algesa la Resolución 25/2019, de 29 de enero, por el incumplimiento de sus obligaciones de 
publicidad activa reguladas en la dichas leyes y, de modo particular, por los incumplimientos o cumplimientos 
defectuosos de estas obligaciones en materia de recursos humanos.

Por otra parte, si bien el carácter abusivo de la información solicitada es, efectivamente, una de las 
causas de inadmisión a trámite de solicitudes de acceso a información pública previstas en el art. 18.d) 
de la LTAIBG, como ha matizado el Consejo estatal de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG), en sus 
Resoluciones, entre otras, 29, 45, y 63/2016, de 3 de marzo, dicha inadmisión por esta causa sólo 
procederá cuando la entidad pública pueda justificar la concurrencia de una “circunstancia subjetiva de 
ausencia de finalidad seria y legítima y la objetiva de exceso en el ejercicio del derecho”.

En cualquier caso, siempre que concurra una finalidad seria, legítima y objetiva en la solicitud de 
información pública y tenga una directa conexión con la finalidad legal de transparencia, como sucede 
en el caso analizado, entendemos que no puede negarse de modo absoluto este derecho de acceso a la 
información, y si existen dudas interpretativas o de alcance de la información solicitada, siempre debe 
intentarse su aclaración y ponderación con la persona solicitante antes de desestimar la petición, a lo que 
ni siquiera se llega en este supuesto, ya que se ha omitido contestación alguna al interesado.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-ayuntamiento-de-algeciras-que-de-respuesta-a-la-informacion-solicitada-a-algesa
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-ayuntamiento-de-algeciras-que-de-respuesta-a-la-informacion-solicitada-a-algesa
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Con independencia de ello, lo que una entidad del sector público incluida en el ámbito subjetivo de 
aplicación de la LTPA en ningún caso puede pretender es que, ante los reiterados incumplimientos de 
sus obligaciones de publicidad activa y contestación a solicitudes de acceso a la información que le sean 
dirigidas, como ocurre en este caso, cuando el volumen de la información solicitada sea cuantitativamente 
importante, y traiga por causa dichos incumplimientos, la respuesta final de la Administración sea la de 
desestimar la solicitud de información por desproporcionada y abusiva. Proceder este que, obviamente, 
no encuentra acomodo en nuestro ordenamiento jurídico y, concretamente, en las normas vigentes 
reguladoras del derecho de la ciudadanía a la transparencia y al acceso de la información pública.

Por último, en relación con las solicitudes de información por parte de los representantes sindicales o 
miembros de los comités de empresa recordamos al interesado que, asimismo, dispone de la facultad de 
acceder a información de carácter sindical o laboral por otras vías legales propias y específicas, es preciso 
tener en cuenta las consideraciones puestas de manifiesto por el CTBG en distintas Resoluciones a este 
respecto (entre otras Resolución 475/2017, de 23 de enero de 2018).

Finalmente, se recomienda a la Administración municipal para que se incorpore a la página web o sede 
electrónica de Algesa, de forma directa y con fácil acceso, el enlace al Portal de Transparencia de dicha 
sociedad mercantil pública, y que se dé cumplimiento a la Resolución 25/2019, de 29 de enero, del 
CTPDA, que se formuló a dicha sociedad pública por el incumplimiento de sus obligaciones de publicidad 
activa, entre otras, en materia de recursos humanos. Por último, se recomienda que se facilite al promotor 
de la presente queja la información solicitada, con las precisiones en cuanto a su contenido que el propio 
interesado ha introducido en relación con el alcance de su solicitud inicial.

El Ayuntamiento de Algeciras contestó aceptando las recomendaciones contenidas en la Resolución 
formulada.

1.6. Igualdad de Género
1.6.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.6.2.8. Vivienda

…
También la queja 20/6197 la cerramos en vías de solución. En la misma la persona interesada exponía que 

se había dirigido a los servicios sociales de su localidad para, reuniendo los requisitos, solicitar la ayuda 
al alquiler para víctimas de violencia de género publicada en el BOJA el día 8 de septiembre de 2020, con 
el resultado de que se negaron a tramitársela a pesar de que estaban obligados a ello según la norma, 
debido a que los profesionales de trabajo social carecían de la necesaria firma profesional electrónica para 
la tramitación.

Había hablado con una concejalía del Ayuntamiento que le había dicho que no podía hacer nada. Los días 
pasaban y no le daban ninguna explicación, por lo que solicitó cita con la Alcaldía, sin resultado alguno. 
También solicitó cita con la Dirección de Zona de Servicios Sociales, sin respuesta.

Desde el Ayuntamiento se nos informó que se habían puesto en contacto con la persona reclamante para 
mantenerla informada respecto a sus actuaciones y que sería citada en el momento en que fuera posible 
la tramitación de su solicitud para hacer efectivo el trámite.

Por la administración autonómica se informó que, habiendo contactado la Secretaría General de Vivienda 
con el Área de Bienestar Social del Ayuntamiento, les aclararon que desde los servicios sociales municipales 
en ningún momento se habían negado a solicitar la ayuda en representación de la persona reclamante, 
aunque sí era cierto que antes no se había podido disponer del certificado electrónico de empleado publico 
que les permitiera poder realizar dicha gestión y que una vez resuelto ese problema técnico, le habían 
dado cita para que pudiera presentar la solicitud antes de que finalizara el plazo. Ofreciendo la Diputación 
Provincial de Granada información en el mismo sentido.

Hemos de aclarar que aunque se haya resuelto favorablemente con haberle tramitado la ayuda al alquiler 
a la que nos referimos, la demora ha podido perjudicar a la interesada en el sentido de que la tardanza en 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/resuelto-el-problema-tecnico-los-servicios-sociales-pudieron-atender-la-solicitud-de-ayuda-para-el
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la presentación de la solicitud corre en su contra pues estas subvenciones se tramitan por el procedimiento 
de concurrencia no competitiva, en el que la fecha de presentación de la solicitud es determinante para 
poder acceder a las ayudas, sujetas a la existencia de partida presupuestaria, siempre y cuando, claro 
está, se cumpla con los requisitos exigidos.

…

1.7. Infancia y Adolescencia
1.7.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.7.2.8. Acceso de menores a tecnologías de la comunicación e información: Televisión, 

internet, redes sociales
En el contexto social actual se ha generalizado el acceso de las personas menores de edad a internet 

y redes sociales, no resultando extraño que adolescentes e incluso niños dispongan de dispositivos de 
telefonía móvil con acceso a internet, sin que en muchas ocasiones sus progenitores o cuidadores puedan 
ejercer el control de los contenidos a los que tienen acceso.

Las situaciones de riesgo en que se ven sometidos niños y jóvenes hacen que las personas afectadas se 
dirijan en queja al Defensor del Menor solicitando nuestra intervención (queja 20/2382, queja 20/1114, 
queja 20/5308 y queja 20/3208).

Hemos de aludir también a las quejas que nos son remitidas por personas disconformes con la facilidad 
con que las personas menores de edad pueden acceder a internet y tener acceso a contenidos inapropiados 
para su edad. Siendo esto cierto, también hemos de señalar la dificultad que entraña el establecimiento 
de medidas limitadoras teniendo en consideración la propia esencia de la red global de comunicaciones 
en que consiste internet (queja 20/8463).

A lo largo del ejercicio también hemos tramitado quejas en relación con los contenidos emitidos por 
los distintos canales de televisión, siendo la casuística muy variada: disconformidad con el tratamiento 
sensacionalista dado por diferentes televisiones al caso de una menor víctima de una agresión (queja 
20/6178), disconformidad con la temática de las películas emitidas por un canal de televisión privado 
en el tramo horario de especial protección para los menores (queja 20/7212), o disconformidad con el 
contenido de anuncios publicitarios que son emitidos dentro de un canal de televisión privado, el cual está 
especialmente orientado al público infantil (queja 20/8255 y queja 20/8257).

En todas estas quejas y en otras de contenido similar hemos informado a los interesados acerca de 
la normativa reguladora de las emisiones televisivas en lo que atañe a personas menores de edad, así 
como también de los organismos con competencias para tramitar las correspondientes reclamaciones. 
Tratándose de canales de televisión de ámbito autonómico o local, hacemos especial referencia a las 
competencias que al respecto ostenta el Consejo Audiovisual de Andalucía.

1.11. Salud
1.11.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.11.2.7. Derechos de los usuarios

Entre los diferentes derechos reconocidos a las personas en el sistema sanitario público andaluz, 
consideramos de interés comenzar aludiendo a una cuestión general, cual es la de los modos que permiten 
acceder al ejercicio de los mismos, es decir, los instrumentos formales para garantizar de forma ágil y 
eficiente dicho ejercicio y en la necesidad de su difusión a través de los canales oportunos, para la puesta 
al alcance de la ciudadanía a través de conocimiento y consecuente posibilidad de uso.

Reviste mucha importancia la oportunidad que brindan estas nuevas formas de relación con la 
Administración, aún más útiles cuanto mejor sean conocidas y necesarias en una etapa de peligro de 
contagio vírico.
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Especialmente, sobre los trámites que se encuentran disponibles para la ciudadanía de forma telemática 
y su forma de acceso, se han generado diversas actuaciones en la presente anualidad (queja 20/0952, 
queja 20/4202, queja 20/5630 y queja 20/1226), en las que hemos tenido la oportunidad de solicitar 
información a la Administración sanitaria.

Así, en el caso de la queja 20/4202, el promotor nos trasladaba las dificultades para realizar el trámite de 
solicitud de una segunda opinión médica por registro electrónico en el SAS, aun cuando en la página web 
se indicaba la posibilidad de su obtención a través de certificado digital. Planteando la conveniencia de la 
gestión telemática en un momento de serios brotes de coronavirus.

Pues bien, en la sustanciación de esta queja, la respuesta administrativa manifestó compartir el interés 
de esta Institución en ofrecer a las personas que utilizan los servicios del Servicio Andaluz de Salud, 
información de todos aquellos trámites susceptibles de realizarse de forma electrónica.

Y en esta linea, informaba que desde el año 2002 se cuenta con servicios en línea dirigidos a facilitar las 
gestiones y la consulta de información clínica, disponibles en el portal ClicSalud.

A esos efectos, clasificaban algunos trámites que pueden realizarse mediante autenticación con certificado 
digital, DNle o Cl@ve, tales como:

- Consulta de citas hospitalarias y pruebas diagnósticas (la especialidad médica, tipo de prueba e incluso 
Ia ubicación física contienen referencias a información de salud), así como acceder al histórico de citas.

- Consulta de lista de espera quirúrgica, a través de la cual las personas pendientes de una intervención 
sujeta a plazo de garantía de respuesta, pueden consultar su inscripción en el registro de demanda 
quirúrgica.

- Consulta de la historia clínica: Datos básicos de salud, Medicación, Informes clínicos, Pruebas analíticas, 
Pruebas de imagen, Vacunas e Incapacidad temporal.

- Elección de centro y profesional, que permite elegir un profesional de medicina de familia y centro de 
atención primaria.

- Desplazamiento temporal, que permite elegir, por causa de un desplazamiento temporal a otro 
municipio, un profesional de medicina de familia y centro de atención primaria distinto al habitual.

- Cambio de datos de contacto, que permite actualizar la dirección postal y el/los teléfonos.
Añadía el informe otros trámites disponibles únicamente mediante identificación con datos personales, 

puesto que no facilitan información de salud, tales como:
- Renovar tarjeta sanitaria.
- Pedir cita de atención primaria, con medicina de familia, enfermería y pediatría.
- Consultar citas de atención primaria pendientes, incluyendo programadas en general.
Y por último, aludía a una serie de trámites no disponibles electrónicamente, entre los que se ubica el 

referido por el promotor de la queja, a saber, la segunda opinión médica, o por ejemplo el acceso completo 
a la historia médica. Más concretamente, nos justificaban que la solicitud de segunda opinión médica 
no está disponible mediante tramitación electrónica, por ser un derecho que recoge unas condiciones 
para su ejercicio muy especificas, siendo oportuno que la persona ejerciente del mismo sea debidamente 
asesorada. Igualmente, por la limitación que existe para realizar este tipo de trámites electrónicos por 
persona distinta de la afectada, es decir, por otra persona en representación suya, ya que en el Servicio 
Andaluz de Salud no es posible acreditar la representación legal o voluntaria de otra persona que utiliza 
medios de autenticación externos (@firma o Cl@ve), que no contemplan estas situaciones.

Por nuestra parte, observamos que estos trámites son, en muchas ocasiones y en gran medida, 
desconocidos o defectuosamente conocidos por la ciudadanía, sobre todo aquellos disponibles mediante 
autenticación con certificado digital, DNIe o cl@ve, y en el presente año, en el que se han producido 
dificultades severas para la atención presencial y se han venido sucediendo aplazamientos de citas de 
especialidades a causa de la pandemia, se ha informado a muchas personas sobre los mismos, por lo que 
resultaría muy conveniente su mayor difusión y poner al alcance de la ciudadanía el conocimiento y uso de 
estas nuevas formas de relación con la Administración, puesto que lo que no se conoce no es útil.

https://www.juntadeandalucia.es/temas/salud/derechos/segunda-opinion.html
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…
Nos detenemos en cambio en las quejas relativas al derecho de acceso a la historia clínica, por ser 

representativas en cuanto a su volumen anualmente. En la sustanciación de las mismas se nos han venido 
planteando cuestiones de diferente índole: acceso incompleto a la historia clínica o denegación de acceso 
(quejas 20/2782, 20/2314, 20/7896, 20/0952, 20/6918); posible ejercicio del derecho de petición de la 
historia de forma telemática (queja 20/5630); o rectificación de datos de la misma (queja 20/3331).

Destacamos el informe administrativo de la queja 20/5630, relativa al ejercicio del derecho de acceso a la 
historia clínica de forma telemática, en la que nos informaban que cuando se dispone de certificado digital 
o DNI electrónico, para efectuar la presentación electrónica de la solicitud del derecho de acceso a la 
historia de salud -al igual que en otras solicitudes dirigidas a la Administración de la Junta de Andalucía-, 
se podía realizar a través del portal de la Junta de Andalucía, en la presentación electrónica general del 
apartado de “Servicios y Trámites”, aun cuando a posteriori, matizaban y explicaban la conveniencia de 
hacerlo personalmente en los centros clínicos afectados, lo que ciertamente ha supuesto una dificultad en 
este periodo de barreras en la atención presencial a causa de la pandemia.

En otros casos, las dificultades padecidas para el acceso a la historia clínica se han justificado en errores 
administrativos, como el de la Administración en la tramitación de la queja 20/2314, que pudo por esta vía 
subsanarse para que finalmente el reclamante accediera a su historia completa, puesto que denunciaba la 
ausencia de datos relativos a una asistencia recibida entre los años 2003-2004.

Finalmente, tras nuestra intervención y advertidos los errores de filiación, se pudo culminar el acceso a 
la petición de historia clínica realizada desde el 12 de diciembre de 2019.

…

1.12. Servicios de Interés General y Consumo
1.12.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.12.2.1. Servicios de interés general

1.12.2.1.1. Energía

1.12.2.1.1.1. Análisis específico del bono social eléctrico y la protección al consumidor vulnerable
…
Un asunto que se reitera en las quejas sobre tramitación de solicitudes de bono social es el de la 

imposibilidad de acceder a los datos de renta y, consecuentemente, la denegación de la solicitud de bono 
social.

Ya pusimos de manifiesto el año pasado que habíamos remitido al Defensor estatal las quejas en las 
que se producía esta circunstancia, considerando que la presentación de certificados de imputaciones de 
renta ante la comercializadora de referencia (COR) debería suplir cualquier problema de comprobación de 
datos por parte de la aplicación telemática creada al efecto.

Dicha Institución recientemente nos ha trasladado el resultado de su intervención, que partía igualmente 
de la premisa de que las COR están obligadas a conceder el bono social a las personas que acrediten cumplir 
los requisitos de renta que dan acceso al bono y que tal acreditación no puede depender exclusivamente de la 
aplicación telemática de gestión, de manera que en el caso de que el sistema de gestión no ofrezca los datos 
mediante su consulta, las COR deben evaluar manualmente las solicitudes.

Sin embargo, la Secretaría de Estado de Energía habría rechazado la interpretación del Defensor del Pueblo, 
al considerar que en estos casos el consumidor debe presentar el certificado o la documentación que haya 
podido ser emitida por el personal de la AEAT o del INSS ante el organismo de consumo para resolver su 
reclamación, y no ante el COR, al tratarse de información sensible de carácter personal.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/por-fin-consigue-el-acceso-completo-a-la-historia-clinica-que-habia-solicitado
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Por su parte, la CNMC daba respuesta al Defensor del Pueblo teniendo en cuenta el informe aprobado por su 
Sala de Supervisión Regulatoria en su sesión de 29 de octubre de 2020, por el que se propone al Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demográfico clarificar la normativa relativa a los modos de comprobación de los 
requisitos para la aplicación del bono social, esperando que el mismo dé respuesta a la cuestión planteada.

1.13. Sostenibilidad, Medioambiente y Obras Públicas
1.13.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.13.2.1. Sostenibilidad y Medioambiente

1.13.2.1.6. Aguas
En materia de aguas tramitamos el expediente de queja 20/7168, a instancia de un grupo político municipal 

de Níjar, Almería, que nos trasladaba que a lo largo de la conocida como Rambla Artal de esa localidad, que 
cruza el término municipal de norte a sur, se estarían “produciendo diferentes vertidos incontrolados de 
aguas fecales sin depurar, procedentes de la tubería de saneamiento que transporta dichos residuos desde 
las pedanías de Níjar (...) hasta la estación depuradora situada en la pedanía de El Viso”.

Tales vertidos, según constaba en el escrito de queja, estarían produciéndose desde hacía más de un año, 
concretamente desde el 13 de septiembre de 2019, con motivo de los daños producidos en las tuberías por 
las lluvias torrenciales del fenómeno meteorológico denominado “DANA”, “sin que hasta la fecha se hayan 
solucionado las deficiencias, lo que supone, sin ningún género de dudas, una contaminación de los acuíferos 
de la zona, además del peligro para la salud pública”.

Precisamente por ello habían presentado una denuncia por 
posible daño medioambiental ante el SEPRONA de la Guardia 
Civil, con fecha 24 de septiembre de 2020, así como una solicitud 
de intervención ante la Consejería de Agricultura, Ganadería, 
Pesca y Desarrollo Sostenible, en fecha 2 de octubre de 2020.

A propósito de estos vertidos, también se hacía constar en el 
escrito expositivo de la queja, que los hechos podrían constituir 
irregularidad en lo que afecta al tratamiento tributario, “dado que 
en el recibo del agua y saneamiento, que la empresa gestora del 
servicio (Emanagua empresa Mixta Municipal de Aguas de Níjar, 

S.A.) emite a todos y cada uno de los ciudadanos nijareños con carácter periódico, se detalla el concepto de 
liquidación por prestación del servicio público de tratamiento y depuración de aguas residuales, cuando es 
el del todo evidente, que no está prestando”.

Valorado este asunto y, en especial, las consecuencias medioambientales y sanitarias que podrían estar 
causando en aquellos momentos esos vertidos de aguas fecales sin depurar, decidimos intervenir, sin 
perjuicio de la tramitación que siguiera, en su caso, la denuncia interpuesta ante el SEPRONA, cuyo contenido 
y trámites subsiguientes excluíamos expresamente de nuestra intervención en cumplimiento de nuestra Ley 
reguladora.

Es decir, nuestra actuación se limitaría a una cuestión, la relativa a las actuaciones que el Ayuntamiento de 
Níjar hubiera seguido para comprobar y, en su caso, dar solución, aunque fuera provisional, a la rotura de las 
tuberías que conducen las aguas fecales de las pedanías a la estación depuradora, y que estría produciendo 
vertidos sin depurar en la denominada Rambla Artal.

Por ello nos dirigimos tanto al Ayuntamiento de Níjar, como a la Empresa Mixta Municipal de Aguas de Níjar, 
S.A. (EMANAGUA), en petición de informe, que a fecha de cierre de este Informe Anual no hemos recibido, 
interesando conocer especialmente las medidas a adoptar, en su caso, aunque sean provisionales, para dar 
solución a este problema de vertidos sin depurar.

…

"Dar solución a la 
rotura de las tuberías 
que conducen las 
aguas fecales"

https://www.cnmc.es/sites/default/files/3263466.pdf
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1.15. Vivienda
1.15.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.15.2.3. Ayudas a la vivienda

1.15.2.3.2. Convocatoria 2018 de ayudas al alquiler para personas con ingresos limitados
…
En cuanto a otros aspectos de la Convocatoria 2018 que consideramos que merece reseñar, en algunos 

casos estamos observando que el procedimiento que se ha diseñado en las bases de la convocatoria 
para la presentación de la solicitud y la documentación exigida ha dado lugar a que se hayan producido 
disfunciones en la tramitación de estas ayudas, dado que el retraso en el envío desde algunos registros 
públicos a las delegaciones territoriales competentes para su tramitación ha sido excesivo, máxime 
teniendo en cuenta que la fecha de presentación formal de la solicitud a efectos de su consideración para 
el inicio del procedimiento, deviene en crucial al tratarse de un procedimiento de concesión de subvención 
de concurrencia no competitiva (queja 20/3151 y queja 20/0583), de las que estamos elaborando la 
pertinente Resolución, de la que daremos cuenta en el Informe Anual de actuaciones correspondiente al 
año 2021.

Por último consideramos que se contribuiría al principio de igualdad en el acceso a estas ayudas con 
la ampliación en próximas convocatorias de ayudas al alquiler de la relación de Entidades Públicas 
Colaboradoras, a fin de promover que las personas no residentes en los municipios en los que están 
localizadas las Delegaciones Territoriales tengan más facilidades para presentar sus solicitudes, y que 
dichas entidades tramiten como colaboradoras no solo las solicitudes presentadas por inquilinos de su 
parque público de vivienda, sino las de cualquier persona.

2. ÁREA DE MEDIACIÓN

2.2. Análisis de las quejas gestionadas a través de la mediación
2.2.1.  Análisis cuantitativo
2.2.1.1. Análisis cuantitativo de los expedientes de quejas de mediación

…
La materia de comercio sí se ha incrementado considerablemente, ascendiendo a un total de hasta 24 

quejas, todas ellas relativas a las dificultades que han padecido los comerciantes de venta ambulante para 
conseguir autorizaciones para la reapertura de mercadillos en los distintos municipios afectados en las 
diferentes quejas. Algunas de ellas son las siguientes: 20/7816, 20/7817, 20/7819 o 20/7935.

…

3. OFICINA DE INFORMACIÓN Y ATENCIÓN A LA CIUDADANÍA

3.3. Análisis cualitativo de las quejas
3.3.1. Administración: ¿Estás ahí? Una administración pública que muchas veces 

está como desaparecida
Lo que más nos han reclamado las personas que se han dirigido a nosotros este año ha sido la dificultad 

y, muchas veces, la imposibilidad de contactar con las distintas administraciones públicas y la falta de 
respuesta a sus peticiones para resolver los problemas que tenían.

Muchas personas se han puesto en contacto con nosotros en situación de gran ansiedad debido a la 
imposibilidad de contactar con los servicios sociales, con las delegaciones territoriales para poder conocer 
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la situación de su prestación, con el Servicio Público de Empleo para saber cómo iba su ERTE o con la 
Seguridad Social para pedir cita para entregar el Ingreso Mínimo Vital o saber cómo iba su solicitud.

“Solicite mi prestación en Septiembre de 2019, llamo por teléfono, pero no contestan. Llamo al 010 y me 
ponen en espera con música y posteriormente se corta. ¿Que hago para informarme, después de más de 
un año esperando?”

“He solicitado la renovación de la Renta mínima el pasado mes de noviembre y quiero saber si puedo 
acogerme a la nueva posibilidad de trámite de urgencia. Fuí a los servicios sociales de mi ayuntamiento, 
dejé una nota hace 4 días y no me devuelven la llamada. Desde la Delegación Territorial de Granada 
me ha cogido el teléfono un vigilante de seguridad que me indica que no hay nadie allí para atenderme. 
Estoy desesperada porque no puedo salir a buscarme la vida y tengo 4 chiquillos. “Ayer estaba amargada 
porque me levanté sin un duro ni para comprar el pan. Yo me bebo un vaso de agua y me lleno el estómago, 
pero mis hijos no”. La interesada continua diciéndonos que había solicitado información por el correo 
habilitado de renta mínima pero no le facilitan nada por protección de datos”.

Hemos atendido a muchísimas consultas que se quejan de la misma situación: de falta de respuesta y de 
atención ciudadana para ayudar a la población a poder tener noticias de sus prestaciones.

Varias han sido las causas:
a) La suspensión de la atención presencial por las administraciones durante el confinamiento y que derivó 

en una respuesta completamente telemática, la necesidad de cumplimentar formularios electrónicos a 
personas que carecían de acceso a datos, ordenador o escaner en casa y la brecha digital existente en 
colectivos de mayores o vulnerables para poder comunicarse a través de formularios digitales, los cuales 
muchas veces eran poco claros e intuitivos.

b) Tras la reapertura de la atención presencial prácticamente en todas las administraciones se impuso la 
obligatoriedad de cita previa para todo. Para presentar un escrito de reclamación previa, para subsanar 
solicitudes, presentar prestaciones, solicitar información, etc.

Cita previa que la mayoría de las veces se tenía que pedir de manera telemática ya que los teléfonos en 
muchas administraciones estaban colapsados o no eran atendidos (Servicio, Seguridad Social, Servicios 
Sociales, etc.). Además en aquellas administraciones donde poder solicitar cita previa se producían 
retrasos de más de 15 días o un mes para conseguirlas, o directamente informaban de que no había citas 
disponibles.

c) A ello debemos añadir las dificultades de tramitar solicitudes de manera informática para la mayoría 
de las personas, al carecer de certificado digital y por la propia falta de claridad de los formularios.

Consideramos necesario implantar sistemas ágiles y flexibles de canales de comunicación con los 
ciudadanos para que ninguna persona se quede atrás en el ejercicio de sus derechos de información o 
para tramitar sus solicitudes o demandas de prestaciones.

“Yo he llamado más de 100 veces y no me cogen nunca el teléfono. Como me sale apagado, comunica 
o fuera de cobertura, no sé nada de mi solicitud, si me falta algún papel o me lo han denegado. En 
Septiembre hará dos años que solicité la prestación: yo creo que algo no va bien y no se nada más. ¿Qué 
se puede hacer para que me cojan el móvil o saber algo de mi salario social?. Pido por favor que me ayude 
a saber más porque no sé que es lo que se puede hacer.”

Los Servicios de Información y Atención a la Ciudadanía de las administraciones públicas tienen que 
dotarse de personal y de medios y poder ofrecer una información completa a los ciudadanos que la 
demanden.

En abril recibimos una llamada del propio Servicio de Información de la ciudadanía de la Junta de 
Andalucía, que estaba derivando a los ciudadanos a informarse de la situación de la Renta Mínima al 
propio Defensor del Pueblo Andaluz. Contactamos con ellos quienes nos explicaron que no podían dar 
información particular de los expedientes porque no tenían acceso a ellos al tratarse de una empresa 
externalizada sin acceso a los datos de carácter personal. La única manera de acceder los interesados a 
dichos datos es la Carpeta Ciudadana, para lo cual deben entrar a través de un sistema de identificación 
personal del que carecen la mayoría de las personas vulnerables a las que va dirigida esta prestación.
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El artículo 9.2. de nuestra Constitución establece que “corresponde a los poderes públicos promover 
las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación 
de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”.

Desde esta Institución coincidimos con la Recomendación General del Arateko de 5 de noviembre 
de 2020 donde se hace una llamada expresa a que todas las administraciones públicas adopten 
las medidas imprescindibles para que la atención telefónica y también la presencial, y no sólo la 
telemática, funcionen de forma apropiada para prestar la atención debida a la ciudadanía, lo que 
puede conducir a adoptar, en su caso, medidas de refuerzo en esos servicios asistenciales físicos o la 
mejora de prestación de servicios por los canales telefónicos, pues ambas vías son las que más utilizan 
en sus relaciones con las entidades públicas las personas de mayor edad o las que disponen de menos 
recursos o carecen de medios tecnológicos o de competencias digitales, y no pueden verse penalizadas 
por esas circunstancias cuando pueden ser paliadas con medidas preventivas y de refuerzo de personal 
ya que ello supone un tratamiento discriminatorio que afecta al principio de igualdad y a la naturaleza 
del Estado social y de Derecho comprometido con la remoción de los obstáculos que impiden o dificultan 
su ejercicio o la participación de as personas en la vida política, económica, cultural y social.1

Compartimos igualmente la reflexión del profesor Rafael Jiménez Asencio: “Por mucho que se 
desarrolle el teletrabajo en la Administración, el servicio público debe proporcionar siempre y en todo 
caso proximidad, asistencia personal y asesoramiento, empatía y acompañamiento a quienes sufren 
desigualdades (también de brecha tecnológica). Los poderes públicos deberán priorizar en los próximos 
meses y años las políticas sociales, y ello requiere dedicar recursos de todo tipo en la mejora de la 
gestión. Por eso, y no por otras cosas, los servicios de atención a las personas saldrán revalorizados de 
esta pandemia y de la tremenda crisis ulterior, pero también frente a la revolución tecnológica. Nunca 
podrán ser totalmente sustituidos por máquinas ni por artefactos digitales.2

4. QUEJAS NO ADMITIDAS Y SUS CAUSAS

4.2. De las quejas remitidas a otras instituciones
…
En materia de ordenación económica e igualmente relacionada con la pandemia y sus efectos 

económicos y sociales, destacan las quejas presentadas por varias entidades colectivas en referencia 
a la gestión de la actividad de comercio ambulante desde que se decretó el estado de alarma para 
contener la crisis sanitaria (queja 20/1712). Esta queja se trasladó al Defensor del Pueblo de las Cortes 
Generales, en tanto que se refería a las restricciones derivadas del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo.

Ello no obstante, teniendo en cuenta las posibilidades que se fueron abriendo al ponerse en marcha 
el Plan para la transición a una nueva normalidad y, en particular, las medidas de flexibilización de las 
restricciones en el subsector del comercio en mercadillos, el Defensor del Pueblo Andaluz abrió una 
queja de oficio para examinar la intervención de la Administración autonómica y local de Andalucía en el 
proceso de reactivación del comercio ambulante y ante el objetivo de mejora y modernización del sector 
(queja 20/5397). Así mismo, el Defensor del Pueblo Andaluz ha impulsado un proceso de mediación 
entre determinados ayuntamientos y diversas entidades que representan a un buen número de personas 
empleadas en el sector.

…

1  Recomendación general del Ararteko 4/2020, de 5 de noviembre: Necesidad de reforzar la atención ciudadana para evitar 
perjuicios en el ejercicio de los derechos de las personas con las administraciones públicas y de adoptar medidas para luchar 
contra la exclusión digital en situaciones de emergencia como las derivadas de la pandemia de la Covid-19. https://www.
ararteko.eus/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/0_5057_3.pdf

2  Rafael Jiménez Asencio: https://hayderecho.expansion.com/2020/05/25/pandemia-vulnerabilidad-social-y-administracion-
publica/

https://www.ararteko.eus/contenedor.jsp?layout=contenedor.jsp&seccion=s_fnot_d4_v1.jsp&contenido=13603&tipo=8&codResi=1&title=ARARTEKOAREN+4%2F2020+GOMENDIO+OROKORRA&nivel=1400&language=es
https://www.ararteko.eus/contenedor.jsp?layout=contenedor.jsp&seccion=s_fnot_d4_v1.jsp&contenido=13603&tipo=8&codResi=1&title=ARARTEKOAREN+4%2F2020+GOMENDIO+OROKORRA&nivel=1400&language=es
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REVISTA DEL IMFORME ANUAL
05. Atender las quejas

La atención ciudadana en el Registro Civil

Atención presencial frente atención no presencial en tiempos de 
pandemia

La crisis socio-sanitaria que desde hace un año atravesamos ha llevado a establecer diferentes normativas, 
entre ellas el Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, o la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, ambas de 
medidas procesales y organizativas para hacer frente a la COVID-19 en el ámbito de la Administración de 
Justicia, acometiendo un proceso de preparación de la Administración de Justicia tanto en la adopción de 
cambios normativos como organizativos.

Con anterioridad a la “nueva normalidad”, eran frecuentes que las quejas relacionadas con los Registros 
Civiles hicieran mención a las largas colas desde horas muy tempranas, reservas de turnos o números 
siempre insuficientes, horarios de atención limitados a un par de horas, etcétera; cuestiones todas que 
afectan al funcionamiento de los servicios que se prestan desde dichos órganos y que han quedado 
reflejadas en los sucesivos relatos anuales de nuestros Informes.

Dentro del complejo sistema judicial, y a tenor de la función y servicio que se presta a la ciudadanía desde 
la Administración de Justicia, podríamos diferenciar del resto de los órganos judiciales a los Registro 
Civiles, en cuanto servicios judiciales que resultan especialmente frecuentes en la vida y gestiones de la 
ciudadanía, y que precisan en muchos casos de una pronta actuación. Por lo tanto, entendemos que es un 
servicio u organismo que en muchos casos necesita de un refuerzo de personal y una mayor capacidad de 
atención al ciudadano.

Así, nos encontramos con asuntos como una solicitud de matrimonio o de un cambio de apellidos tras 
una adopción que suponen la tramitación del correspondiente expediente, y que como en el resto de 
cuestiones ante los órganos judiciales tienen un procedimiento establecido que conlleva la consabida 
demora. En cambio, existen otras solicitudes que necesitan una gestión más inmediata y necesarias para 
el cumplimiento de obligaciones ante otras administraciones (Seguridad Social, Educativa, Sanitaria ...), 
casi todas relacionados con el estado civil de las personas, como pueden ser la inscripción del nacimiento 
de un hijo, la fe de vida de un mayor o la defunción de un familiar.

Por otro lado, también debemos diferenciar los Registros Civiles de las capitales de provincia, donde si 
bien la carga de trabajo puede ser mayor, son órganos específicos con una dotación de personal superior, 
frente al resto de partidos judiciales donde uno de los Juzgados asume las funciones de Registro Civil, 
y donde en la mayoría de los casos los problemas vienen por un funcionariado insuficiente -en cuanto al 
número- e inestable -en cuanto a las bajas y traslados-.

Por lo tanto, a nadie se le escapa lo fundamental que, sobre todo en estos último, supone un buen 
análisis de la problemática que exista en el concreto Registro Civil, y una posterior buena organización 
de las funciones asignadas al personal, así como el disponer de los recursos materiales necesarios para 
desarrollas dichas funciones.

Consideramos que debamos aprovechar estos momentos de crisis para acometer un cambio organizativo 
que suponga un mejor aprovechamiento de las nuevas tecnologías estableciendo un sistema de atención 
al ciudadano que combine la atención presencial y la no presencial, de forma que todas aquellas gestiones 
o trámites que con las debidas garantías puedan realizarse de forma telemática eviten la presencia de 
estos ciudadanos, frente a aquellas otras que requieran la presencia física de este.

Hacemos referencia a medias simples que ya están implementadas y de fácil gestión, como son los 
correos electrónicos, la información telefónica o la cita previa, mientras que otras como el teletrabajo o el 
expediente digital necesita de un desarrollo y soporte técnico de más complejidad y desarrollo.
Más información en Informe Anual 2020. Capítulo 1.15. Vivienda, epígrafe 1.15.2.3
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06. Atención e información ciudadana

Mejorar y humanizar los servicios de Información y atención ciudadana
Ya va para un año que la vida, eso tan serio que decía Gil de Biedma, se volvió del revés y nos sacó la 

lengua de su peor caricatura. Todo empieza a ser otra cosa, aunque para alguna gente la vida seguía 
siendo la de siempre: ese inhóspito lugar donde vivir es abrirle la puerta a la tristeza. O a la rabia, que es 
una de las maneras más legitimas de enfrentarse a la desesperación. (Alfons Cervera)3

Durante este año hemos podido comprobar que las personas que se encontraban ya en una situación de 
vulnerabilidad social previa a la crisis sanitaria, han visto incrementadas sus dificultades para hacer frente 
a sus necesidades más básicas. 

La llegada de la pandemia se produjo en un contexto en el que una parte más que considerable de la 
ciudadanía no había tenido tiempo de comenzar a recuperarse de los efectos de la crisis económica que 
comenzó en 2008. Jóvenes, mujeres con hijos, personas mayores de 45 años expulsadas del mercado 
de trabajo, personas sin hogar, inmigrantes, trabajadores precarios con bajos salarios y con contratos 
temporales y personas con alquileres altos y sueldos bajos se han tenido que apretar todavía más un 
cinturón sin espacio para nuevos agujeros.4

Ante este escenario en el que la Administración pública debería actuar, si cabe, con más eficiencia y 
eficacia, nos hemos encontrado que la Administración pública es un vehículo penosamente adaptado a las 
necesidades de 2020.

Prestaciones que aprueban para atender a las personas en situación de vulnerabilidad social y que por las 
propias características deben de tener un procedimiento rápido y fácil de usar se convierten, en palabras 
de Sara Mesa5, en un laberinto burocrático: “ La máquina burocrática no está pensada ni diseñada a su 
favor; lo contrario es más verdadero”.

Así nos hemos encontrado con prestaciones como la Renta Mínima de Andalucía que se debía tramitar en 
dos meses, las ayudas al alquiler o las prestaciones no contributivas, en tres meses, que están tardando 
más de un año y reinando el silencio administrativo negativo en todas ellas.

Víctor Almonacid, Secretario de un Ayuntamiento, nos decía en una conferencia de finales de 2020: 
Quería que sintieseis lo que siente un ciudadano. ¿Puede haber algo más indignante y bochornoso que el 
silencio administrativo? Que una persona se dirija a la Administración y que ésta no se digne a contestarle 
es absolutamente vergonzoso. ¿Por qué o para quién existimos?6

El cierre, lógico y necesario, en un primer momento de las Administraciones públicas dejó indefensos 
a grandes sectores de la población y puso en evidencia el retraso de la puesta en marcha de una buena 
Administración electrónica en muchos de los organismos que debían gestionar procedimientos y 
prestaciones sociales así como que dicha administración no estaba preparada para esta situación.

En los dos primeros meses del estado de alarma, nos encontramos con que muchos de los procedimientos 
de ayudas y de prestaciones sociales no podían seguir tramitándose porque la mayoría de los expedientes 
no estaban digitalizados y el personal funcionario que debía tramitarlos, no podía acudir a la oficina, ni 
disponía de medios ni habilidades para realizar esta prestación de servicios a través del teletrabajo. 

Y por otro lado, la brecha digital. Durante todo este año hemos detectado las dificultades para tramitar 
solicitudes de manera informática para la mayoría de las personas, al carecer de certificado digital y por la 
propia falta de claridad de los formularios. Además de que las nuevas tecnologías no están al alcance de 
todos. No toda la población tiene acceso a equipos informáticos con conexión a internet y la mayoría de 
procedimientos son muy complicados de realizar por este medio.

3	  https://www.infolibre.es/noticias/opinion/plaza_publica/2021/02/02/nos_ponemos_salvar_semana_santa_116178_2003.
html

4	 Guillermo Martínez: Las esenciales no llevan corbata. Revista Público. Especial y llegó la Pandemia. Junio 2020. 
5	 Sara Mesa.- Silencio Administrativo. La pobreza en el laberinto burocrático. Editorial Anagrama. 
6	 Víctor Almonacid.- La nueva normalidad en la nueva Administración.

https://elconsultor.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAMtMSbF1CTEAAmNDCwMzY7Wy1KLizPw8WyMDIwNDAyNLkEBmWqVLfnJIZUGqbVpiTnEqABabe-U1AAAAWKE
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Procedimientos mal diseñados y nada amigables en su utilización; trámites que exigían la aportación 
de documentos que no estaban al alcance de una población confinada en sus domicilios; peticiones de 
datos que ya obraban en poder de la administración y resultaban de difícil o imposible aportación para el 
solicitante; instrucciones redactadas con un lenguaje burocratizado, difícil de entender para el ciudadano 
medio y mucho más para las personas vulnerables a las que iban dirigidas. 

De todas las reclamaciones recibidas las más repetidas han sido las que denunciaban la inexistencia de 
canales de atención al público que ayudaran a resolver las dificultades de la tramitación telemática y las que 
denunciaban la imposibilidad de acceder a información sobre el estado de tramitación de las solicitudes 
presentadas o de los procedimientos en curso. La desesperación y la indignación ciudadana ante unos 
teléfonos de información que nunca dejaban de comunicar o nadie contestaba ha sido un auténtico clamor 
durante todo el periodo de estado de alarma.

La suspensión de la atención presencial en muchas de las oficinas de la Administración pública y en los 
servicios sociales municipales ha afectado a la población más vulnerable, que acudía a las oficinas de 
manera presencial y que no disponía de destrezas informáticas o de dispositivos electrónicos. 

También consideramos excesiva la necesidad de cita previa para cualquier gestión ante los registros 
de la Administración: para presentar un escrito de reclamación previa, una subsanación de solicitudes, 
presentar prestaciones, solicitar información, etc. Cita previa que la mayoría de las veces se tenía que 
pedir de manera telemática, ya que los teléfonos en muchas administraciones estaban colapsados o 
no eran atendidos (Servicios de Empleo Estatal, Seguridad Social, Servicios Sociales, etc.). Además en 
aquellas administraciones donde era posible solicitar cita previa, se producían retrasos de más de 15 días 
o un mes para conseguirlas, o directamente informaban de que no había citas disponibles. 

Es necesario implantar sistemas ágiles y flexibles de canales de comunicación con los ciudadanos para 
que ninguna persona se quede atrás en el ejercicio de sus derechos de información o para tramitar sus 
solicitudes o demandas de prestaciones. 

“Yo he llamado más de 100 veces y no me cogen nunca 
el teléfono. Como me sale apagado, comunica o fuera de 
cobertura, no sé nada de mi solicitud, si me falta algún papel o 
me lo han denegado. En Septiembre hará dos años que solicité 
la prestación: yo creo que algo no va bien y no sé nada más. 
¿Qué se puede hacer para que me cojan el móvil o saber algo 
de mi salario social? Pido por favor que me ayude a saber más 
porque no sé que es lo que se puede hacer.” 

Desde esta Institución coincidimos con la Recomendación 
General del Ararteko de 5 de noviembre de 2020 donde se hace 
una llamada expresa a que todas las Administraciones públicas 
adopten las medidas imprescindibles para que la atención 
telefónica y también la presencial, y no solo la telemática, 
funcionen de forma apropiada para prestar la atención debida a 
la ciudadanía.

Recomendando que se adopten, en su caso, medidas de refuerzo en esos servicios asistenciales físicos o 
la mejora de prestación de servicios por los canales telefónicos, pues ambas vías son las que más utilizan 
en sus relaciones con las entidades públicas las personas de mayor edad, o las que disponen de menos 
recursos o carecen de medios tecnológicos o de competencias digitales, y no pueden verse penalizadas 
por esas circunstancias cuando pueden ser paliadas con medidas preventivas y de refuerzo de personal, 
ya que ello supone un tratamiento discriminatorio que afecta al principio de igualdad y a la naturaleza 
del Estado social y de Derecho comprometido con la remoción de los obstáculos, que impiden o dificultan 
su ejercicio o la participación de las personas en la vida política, económica, cultural y social.7 

7	 Recomendación general del Ararteko 4/2020, de 5 de noviembre: Necesidad de reforzar la atención ciudadana para evitar 
perjuicios en el ejercicio de los derechos de las personas con las Administraciones públicas y de adoptar medidas para luchar 
contra la exclusión digital en situaciones de emergencia como las derivadas de la pandemia de la Covid-19. https://www.
ararteko.eus/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/0_5057_3.pdf

“Consideramos 
excesiva la necesidad 
de cita previa para 
cualquier gestión ante 
los registros de la 
Administración”

https://www.ararteko.eus/contenedor.jsp?layout=contenedor.jsp&seccion=s_fnot_d4_v1.jsp&contenido=13603&tipo=8&codResi=1&title=ARARTEKOAREN+4%2F2020+GOMENDIO+OROKORRA&nivel=1400&language=es
https://www.ararteko.eus/contenedor.jsp?layout=contenedor.jsp&seccion=s_fnot_d4_v1.jsp&contenido=13603&tipo=8&codResi=1&title=ARARTEKOAREN+4%2F2020+GOMENDIO+OROKORRA&nivel=1400&language=es
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Desde el Defensor del Pueblo Andaluz hacemos una apuesta decidida por que el servicio público que se 
ofrezca proporcione siempre y en todo caso proximidad, asistencia personal y asesoramiento, empatía 
y acompañamiento a quienes sufren desigualdades (también de brecha tecnológica). Esa es la auténtica 
idea de servicio público. Por ello, entre otras cosas, los servicios de atención a las personas (sanitarios 
y sociales, entre otros) deben salir revalorizados de esta pandemia y de la tremenda crisis ulterior, así 
como frente a la revolución tecnológica. Nunca podrán ser totalmente sustituidos por máquinas ni por 
artefactos digitales. Ese será su gran valor y su gran servicio público. 8

Más información Informe Anual 2020, capitulo 3. Oficina de Información y Atención a la Ciudadanía, epígrafe 3

07 Servicio de Mediación

Promover la cultura de Paz

Inversión de los modelos de gestión de la confrontación a la 
colaboración, en aras de la Paz social

La mediación es un nuevo paradigma en nuestro ordenamiento, para la consecución de la justicia, 
restablecimiento de la igualdad y protagonismo de la ciudadanía ante la Administración. La mediación 
facilita una gestión del conflicto con la participación voluntaria, directa y protagonista de los implicados 
en el mismo. 

Es la cultura de paz la que informa la mediación. En ella aprendemos, cómo de forma natural, las 
personas tendemos a concebir el conflicto como un obstáculo y no como una posibilidad de avance y 
evolución, en función de cómo se gestione. En este sentido, la mediación favorece la comprensión de los 
conflictos de forma global, al abordarlos desde el diálogo con un enfoque colaborativo, adaptado a cada 
contexto, a la realidad social y a las necesidades dinámicas de las personas y organizaciones implicadas. 

La gestión global de un conflicto implica integrar además de la conversación de naturaleza jurídica 
aquella de carácter relacional. Cuestiones como el poder, la identidad, la comunicación y las emociones 
condicionarán la evolución del conflicto, por lo que resulta esencial integrar y atender dichos aspectos, en 
los procesos encaminados a su transformación y/o resolución. 

Cuando la ciudadanía nos traslada en sus peticiones, de forma 
recurrente, la falta de respuesta, o silencio de la Administración, 
desde el enfoque mediador identificamos una primera necesidad 
a gestionar, “no se siente escuchado”, con independencia 
de la cuestión de fondo del asunto planteado. Por ello, dar la 
oportunidad a las personas y a las instituciones a que dialoguen, 
es una manera de impartir Justicia. Procurar a la ciudadanía un 
espacio que permita el diálogo con la administración, donde se 
sienta atendida o escuchada, donde participe en la aportación de 
ideas y alternativas para resolver la cuestión material planteada, 
devolviéndole su sitio y protagonismo, forma parte de hacer 
justicia y sobre todo, de humanizarla. 

Nuestras experiencias de mediación estos últimos años, nos 
permiten elaborar conclusiones positivas sobre el método y su 

aplicación a la gestión de conflictos de los ciudadanos y la Administración. Y no solo por el volumen de 
acuerdos alcanzados, a los que llegan las personas que se sientan a hablar, incluso cuando no se da un 
“acuerdo” al uso que solucione la problemática. En estos casos los procesos de diálogos, los participantes 
han podido gestionar limitaciones, malos entendidos, prejuicios, interpretaciones erróneas, que propician 
de cara al futuro, una mayor información y en cierta forma un giro o transformación por pequeña que sea, 
en el aspecto relacional de la problemática.

8	 Ídem: Pandemia, vulnerabilidad social y administración pública. 

“Dar la oportunidad 
a las personas y a las 
instituciones a que 
dialoguen, es una 
manera de impartir 
Justicia”

https://elconsultor.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAMtMSbF1CTEAAmNDCwMzY7Wy1KLizPw8WyMDIwNDAyNLkEBmWqVLfnJIZUGqbVpiTnEqABabe-U1AAAAWKE
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El sentir de los ciudadanos y de las Administraciones participantes en las mediaciones de la institución, 
en todos los casos ha sido de agradecimiento y un alto nivel de satisfacción. Los escenarios de mediación, 
además de un gran numero de acuerdos, totales o parciales, han propiciado: 
– Reducir la ansiedad, al recuperar la presencia el ciudadano y ante la posibilidad de lograr una resolución 
consensual. 
– Focalizar en cómo los participantes reducirán y resolverán el conflicto, en lugar de hacerlo en las causas 
y que lo dirigen.
– Clarificar intenciones, facilitar información, guiar próximos pasos, que han permitido tanto la elaborar 
pactos contingentes, como también diseñar o planificar hojas de ruta para poner fin al conflicto, en atención 
a los tiempos en la complejidad de los procesos de toma de decisiones de la administración. 
– Reactivar, crear o cambiar canales de comunicación y avanzar en la evolución del problema hacia la 
solución, mejorando la interlocución directa entre los interesados y la administración 
– La administración ha encontrado un espacio para explicar limitaciones, complejidades, de una forma 
más humana, generando un cambio de actitud y percepción más positiva en los ciudadanos, (algo difícil 
de soportarlo el papel).
– La concurrencia de distintas administraciones ha permitido dotar de mayor eficacia los esfuerzos 
realizados por ellas , que a veces resulta poco apreciado. Se ha propiciado facilitación de información, 
disponibilidad técnica, coordinación, cooperación y comunicación fluida, en el marco de su natural vocación 
de servicio al ciudadano, en ocasiones diluida. El sentir de la Administración en nuestras experiencias de 
mediación, se dirigen a valorar el giro en el enfoque de gestión colaborador, basado en el dialogo, y la 
agilidad del método. Queremos recoger el sentir de un técnico de empresa municipal de servicio “antes de 
empezar agradezco mucho esta reunión al Defensor, pues me encargaron DEFENDER la queja y elaborar 
un informe. Como técnico supe que hablando con los interesados podría resolverse, seguro llegamos a 
una solución, así que felicito al defensor por ofrecer este espacio”

Ello resulta representativo de la necesidad de evolución y modernización en la gestión de conflictos en el 
ámbito público. En este sentido debe avanzar hacia la implementación de metodologías como la mediación 
en aras de recuperar con el ciudadano dialogo, agilidad, cercanía y simplificación en los tramites, al 
tiempo que gana en eficacia y eficiencia en las soluciones.

Agradecemos desde aquí a los ciudadanos y a las administraciones participantes en nuestras mediaciones 
su voluntad, confianza y compromiso, que nos permite hacer estas valoraciones y seguir creyendo en la 
posibilidad de cambio de actitud social en la gestión de conflictos que necesitamos como sociedad. Que 
pasa por la colaboración y el dialogo, de forma preferente a la actitud de defensa en el afrontamiento de 
los conflictos..

Animamos a las administraciones en la progresiva implementación de la mediación en las estructuras 
públicas y a fomentar su uso normalizado. La mediación en la última década ha experimentado un gran 
salto, dispone de un marco jurídico a pesar de ser un recurso social, ya no es únicamente una alternativa 
al sistema judicial, sino que es una forma de hacer justicia. Esta Institución así lo entendió siendo pionera 
en la implementación de la mediación en las Oficinas de los Defensores del Pueblo.
Más información Informe Anual 2020, capitulo 2. Mediación, epígrafe 2

08. Informes especiales

Los 13 retos del Defensor del Pueblo andaluz para afrontar la 
COVID-19

En octubre de 2020, la Institución del Defensor del Pueblo andaluz entregó en el Parlamento de Andalucía 
el informe extraordinario Derechos de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera ola de la pandemia, en 
el que analiza el impacto de la COVID en el primer semestre de la crisis sanitaria, desde la perspectiva del 
Defensor como garante de los derechos de la ciudadanía.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia
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Este informe recoge una decena de medidas para aprovechar los retos y las oportunidades que ofrece 
el proceso de reactivación y recuperación tras la COVID-19, actuaciones encaminadas a avanzar en la 
igualdad real “y que la población más vulnerable no vuelva a quedarse atrás” como consecuencia de una 
crisis.

El Informe extraordinario está fundamentado en los más de 5.000 expedientes solo relacionados con la 
COVID (1.602 quejas y 3.474 consultas) gestionados desde el inicio de la pandemia el 14 de marzo hasta 
el 1 de octubre. Ocho de cada diez personas que acudieron por un motivo relacionado con la COVID nunca 
antes habían solicitado la actuación de este comisionado parlamentario.

Entre los 13 retos que la Institución del Defensor propone poner en práctica para salir de esta crisis 
sanitaria, que ha derivado en una crisis económica y social, están: el fortalecimiento del Sistema Público 
de Salud; la creación de un sistema integral de atención a las personas mayores; el reforzamiento de los 
servicios sociales como pilar fundamental del estado del bienestar; la adaptación de ejercicio del derecho 
a la educación a las necesidades de la sociedad digital y la creación de empleo de calidad. También la 
lucha contra la pobreza infantil y las situaciones de riesgo para la infancia y la adolescencia; el avance 
en las políticas de igualdad de género o la garantía del derecho a la vivienda, así como las medidas de 
sostenibilidad contra el cambio climático; el reconocimiento del acceso a los servicios de interés general 
y la oportunidad de la mediación como forma de resolución de conflictos.

Urge adaptar la sociedad a las exigencias de la sociedad de la información, para evitar lo que hemos 
denominado ‘nuevos excluidos’ por la imposibilidad o incapacidad de acceder a los recursos tecnológicos. 
La brecha digital afecta a colectivos muy diversos: personas mayores; personas desfavorecidas social y 
económicamente; las que viven en zonas rurales aisladas o mal conectadas; personas migrantes, personas 
con discapacidad; mujeres solas con cargas familiares; etcétera. “Estamos muy lejos de alcanzar los 
estándares mínimos que demanda la nueva sociedad de la información. La brecha digital amenaza con 
convertirse en una nueva forma de exclusión social”, ha señalado el Defensor, Jesús Maeztu, durante su 
exposición en el Parlamento.

Por otro lado, la experiencia de la COVID ha servido al Defensor del Pueblo andaluz para comprobar 
la necesidad de mejorar y humanizar los servicios de información y atención ciudadana por parte de las 
administraciones públicas. Las personas que han acudido al Defensor nos han repetido hasta la saciedad: 
No sé a dónde ir. Nadie me escucha. Todo está cerrado. ¿Y yo y mis niños de qué comemos?.

Confiamos en que estas propuestas sirvan para combatir la pobreza y la desigualdad, que deviene de 
la falta de empleo, y de las consecuencias que tiene en la infancia y la adolescencia, la pobreza infantil. 
“Debemos equilibrar la igualdad real, con el fin último de que de esta pandemia salgamos todos a la 
vez, para que así no aumente la desigualdad. Se lo debemos a todos aquellos que están haciendo un 
sobreesfuerzo en estos meses y a las personas que han fallecido y a sus familiares”, ha dicho el Defensor 
del Pueblo andaluz, Jesús Maeztu en el Parlamento de Andalucía.
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